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«Es que no entiendo qué es lo que voto, por eso pregunto.»
«Yo creo que estamos votando las cosas dos veces.»
«Tendremos que clarificar para saber lo que votamos.»
(Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, núm. 105, de
7 de abril de 1987, pp. 4095, 4109 y 4123, respectivamente.)

I. INTRODUCCIÓN

El objeto del presente trabajo es poner de manifiesto algunos
ejemplos de cómo el Legislador se ha apartado, con intensidad
mayor o menor, de las líneas rectoras del procedimiento legislativo,
el cual si bien no es de naturaleza exclusivamente parlamentaria, sí
tiene en las Cortes Generales al órgano definidor de la decisión últi-
ma acerca del contenido de las Leyes. Con carácter previo haremos
una recapitulación tanto de las principales orientaciones de la doctri-
na española como de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
en la materia, con el fin de adentrarnos luego en el examen de algu-
nos supuestos en los que cabe apreciar una transgresión del procedi-
miento legislativo bien en alguna de sus fases de tramitación, bien
incluso en su misma concepción íntegra al haberse seguido en su
totalidad un procedimiento inadecuado.

Por lo demás, nuestro análisis irá únicamente referido a la fase
parlamentaria del total procedimiento legislativo, dejando a un lado
tanto las fases posteriores de sanción, promulgación y publicación,
cuanto la previa o de la iniciativa.
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II. CONSIDERACIONES DOCTRINALES
Y JURISPRUDENCIALES SOBRE LAS INFRACCIONES
DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO

1. Análisis doctrinal

Al estudiar la eficacia que para la validez de las Leyes ha de tener
la observancia de los trámites del procedimiento legislativo, hemos
de prescindir, por obvias razones de tiempo y lugar, de la plena consi-
deración de la naturaleza jurídica de los Reglamentos parlamenta-
rios, por más que la solución que haya de darse a aquel problema
depende también de la opinión que se adopte sobre la propia natura-
leza jurídica de los Reglamentos de las Cámaras, ya que según éstos
sean tenidos como auténticas normas de eficacia jurídica externa al
ámbito cameral estricto o, en cambio, como meros compiladores de
interna corporis, los Reglamentos parlamentarios podrán ser toma-
dos o no como parámetros de la constitucionalidad formal de las
Leyes. De todas formas, la interrelación existente entre ambas clases
de cuestiones permitirá, a partir del análisis de la trascendencia
jurídica que se otorgue a la infracción de los Reglamentos, llegar a
conocer la posición que se sustente en punto a la naturaleza de los
mismos.

En primer término, puede decirse que para la doctrina española el
procedimiento parlamentario de elaboración de las leyes tiene el sig-
nificado no sólo de ser ordenación interna de la actividad de las
Cámaras, sino también criterio adecuado para determinar la consti-
tucionalidad de las Leyes o, mejor, en sentido negativo, su eventual
inconstitucionalidad formal o por motivos formales, contraponiéndo-
se ésta a la inconstitucionalidad material o sustantiva, por razón del
contenido de la Ley respecto al de la Constitución. Con ello la doctri-
na, con los oportunos matices, pone de relieve la importancia que
estos aspectos de «forma» tienen para la plena validez jurídica de las
Leyes, importancia que es inequívocamente tributaria del propio
reconocimiento constitucional de los diferentes órganos que intervie-
nen en el procedimiento legislativo y, en particular, entre aquéllos, de
la prevalente posición de las Cortes Generales.

Pero una vez destacada esa directa relación existente entre el res-
peto al procedimiento legislativo y la constitucionalidad de la Ley
resultante, la doctrina ha seguido luego diferentes vías para medir
dicha inconstitucionalidad formal, lo que revela en sí la dificultad
misma del tránsito por esta materia, y ha llegado igualmente a resul-
tados diversos en cuanto a la definición de los motivos de la infrac-
ción procedimental y de su virtualidad invalidante de la Ley.

Un primer punto de vista ha residido en la norma que rr-sultaría
infringida. Cuando el precepto que impone el requisito procedimen-
tal se encuentra en el propio texto constitucional, su vulneración es
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prima facie motivo de inconstitucionalidad de la Ley. No ha lugar a
plantearse aquí la intensidad de la infracción constitucional, ni su
hipotética graduación en mayor o menor gravedad, pues la sanción
por el apartamiento directo de la Constitución no habría de admitir
tampoco graduación alguna, so pena de entender que los preceptos
de la Constitución serían del mismo modo mensurables en cuanto a
su susceptibilidad de infracción y, por ende, de cumplimiento por vía
de una derogación parcial merced a normas inferiores.

Si la cuestión de la infracción de las normas constitucionales
sobre procedimiento legislativo no ha presentado duda alguna a la
doctrina, no acontece lo propio cuando se trata de los Reglamentos
parlamentarios. Aquí se acude ya tanto a clasificar las normas regla-
mentarias como a calificar la trascendencia de su infracción, pero
ello siempre desde el parámetro de la Constitución. Es decir, de lo
que se trata es de saber si la infracción de las normas sobre procedi-
miento legislativo contenidas en los Reglamentos de las Cámaras
implicará o no la inconstitucionalidad formal de la Ley. La doctrina,
con terminología varia, entiende que los Reglamentos parlamenta-
rios deben ser tenidos en consideración para determinar la
inconstitucionalidad formal de las Leyes, pero, por lo general, sólo
cuando se trata de preceptos reglamentarios que reiteran o reprodu-
cen un previo precepto constitucional, siendo entonces cuando la
infracción de la Constitución resulta evidente. En este supuesto, los
correspondientes preceptos de los Reglamentos parlamentarios, al
repetir lo que la Constitución ya establece, se hallarían siempre den-
tro del bloque de constitucionalidad, tanto material como formal-
mente. Sin embargo, a nuestro juicio estos preceptos reglamentarios,
fruto de una clonación jurídica de segundo grado, no habrían de
tener esencia normativa propia ya que su contenido de regulación
jurídica externa no residiría ya en el Reglamento de la Cámara, sino
directamente en otra norma ajena y superior, en la que aquél se asen-
taría. En otros términos, si lo que caracteriza a los mandatos de toda
norma jurídica es su poder de innovación del ordenamiento, no cabría
en puridad asignar naturaleza jurídica normativa a un precepto
incluido en un Reglamento parlamentario que fuera, a su vez, mera
reproducción de otro precepto de la Constitución, ya que entonces
habría sido ésta y no aquél la que habría procedido a innovar el orde-
namiento y, además con el mayor rango, sin mengua en cualquier
caso de la inutilidad pleonástica de incluir mandatos constitucionales
directos en otros cuerpos normativos, que siempre habrían de ser de
inferior valor frente a aquéllos, tendencia criticable de la que, desde
luego, no escapan ni el Legislador ni la Administración. Únicamente
cuando el tenor de la Constitución convoca en su auxilio a un precep-
to de inferior rango (vid. el artículo 53.3 del texto constitucional)
cabría dotar de cierta autonomía normativa a este último; pero, en tal
evento, nos hallaríamos más bien ante la segunda categoría de pre-
ceptos reglamentarios, los de desenvolvimiento o desarrollo de la
Constitución y no ante los primeros.
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Frente a la unanimidad que parece presidir la opinión de los auto-
res en el caso anterior, más variedad ofrece, en cambio, la doctrina
cuando se está ante aquellos otros preceptos procedimentales de los
Reglamentos de las Cámaras que vienen a desarrollar lo que en la
Constitución se establece. Parafraseando el conocido concepto des-
criptivo que de los Reglamentos ejecutivos de las Leyes dio el Conse-
jo de Estado en su moción de 22 de mayo de 1969, aquí la norma del
Reglamento parlamentario completaría, desarrollaría, pormenorizaría,
aplicaría, cumplimentaría, desarrollaría o ejecutaría otro u otros pre-
ceptos de la Constitución. Respecto a esta categoría de normas de los
Reglamentos de las Cámaras, la doctrina entiende que sólo si los pre-
ceptos correspondientes son reconducibles a la Constitución misma
entrarían en ese bloque de constitucionalidad y, por lo tanto, su
infracción generaría también la invalidez de la Ley en cuyo procedi-
miento de elaboración hubiese acaecido la contradicción. Esta tarea
de llevanza hasta los preceptos constitucionales no resulta fácil y los
autores oscilan entre posiciones de generalización conceptual aprio-
rística —catalogando los defectos derivados de la infracción regla-
mentaria en graves o leves y generadores, por lo mismo, de una inva-
lidez plena de la Ley o de una simple irregularidad no invalidante—,
hasta posturas de casuismo judicial en mayor o menor grado.

Por último, cuando el precepto reglamentario carece de referencia
directa en las Constitución, y no es tampoco desarrollo de ningún
precepto constitucional concreto, la doctrina estima en general que
estas normas reglamentarias habrían de quedar fuera del bloque de
constitucionalidad y, por ende, su omisión o infracción no acarrearía
la invalidez de la Ley.

La anterior panorámica pone de manifiesto el relativismo con el
que se viene examinando la figura de los Reglamentos parlamenta-
rios, considerándolos suma de preceptos de diversa calidad, lo cual,
en lo que al procedimiento legislativo afecta, implica, de un lado, que
se resalta la importancia del cauce de elaboración parlamentaria de
las Leyes, pero, de otro, que debe atenderse también minuciosamente
a cada uno de los trámites en los que se materializa ese procedimien-
to para, ante su transgresión, calificarla como contradicción con la
Constitución misma, directa o mediatamente, o, por el contrario, lle-
gar finalmente a una mera irregularidad carente de efectos invalidan-
tes. Esta manera de entender la relevancia jurídica de los preceptos
de los Reglamentos parlamentarios debe, no obstante, tener presente
que lo que sucede es que no contienen nuestros Reglamentos came-
rales preceptos expresos que definan las consecuencias derivadas del
incumplimiento de sus normas sobre procedimiento fuera de las
reglas genéricas sobre la disciplina parlamentaria, que atañen más
bien a las conductas de las personas infractoras, sean o no parlamen-
tarios, pero no, desde luego, a la validez del procedimiento en el que
la infracción se hubiese producido (cfr. artículos 99 y siguientes del
Reglamento del Congreso y 101 y siguientes del Reglamento del
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Senado). Por otro lado, si la infracción del procedimiento legislativo
contenida en las normas de los Reglamentos no llevase aparejada
ninguna consecuencia jurídica atinente a la validez de la Ley irregu-
larmente elaborada, se llegaría a poner en inevitable tela de juicio la
existencia misma de los propios Reglamentos, no ya por prevalecer
las tesis de su configuración como interna corporis, sino porque, aun
dentro de esta misma conceptuación, existiría un notable nenoscabo
de la seguridad jurídica; un texto reglamentario sujeto no ya a meras
modificaciones definidas por cauces juridificados (incluyendo entre
ellos a la costumbre constitucional o parlamentaria), sino a auténti-
cos incumplimientos consistentes en la obtención de resultados con-
trarios a los previstos y queridos por la propia norma, se convertiría
en un simple catálogo de buenos propósitos, pero carecería de valor
jurídico alguno. En definitiva, una cosa es la mutación del ordena-
miento derivada de su propia evolución con visos de generalidad y
permanencia, y otra bien distinta el puro y simple apartamiento aisla-
do de la norma, consciente o no, pero siempre en radical contraste
con el resto de actuaciones de observancia fiel de la regla de Derecho
preestablecida.

Finalmente, debe pensarse que la referencia constitucional está
presente en todo caso en el horizonte del Reglamento parlamentario,
desde la amplia reserva del artículo 72.1 de la Constitución hasta la
mención que el 89.1 de ella hace de la tramitación de las proposicio-
nes de Ley conforme a los Reglamentos, auténtica remisión in loto en
este último caso, motivo por el cual, desde luego, la infracción del
procedimiento legislativo contenido en los Reglamentos sería siem-
pre infracción constitucional en el caso de las proposiciones de Ley.
Pero entendemos, además, que debe también tenerse en la debida
consideración la referencia que se incluye en el artículo 87.1 del mis-
mo texto constitucional, en virtud del cual «la iniciativa legislativa
corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la
Constitución y los Reglamentos de las Cámaras». La redacción, como
es sabido, procede del Dictamen de la Comisión de Constitución del
Senado, en la que se cambió sustancialmente el texto del precepto tal
como procedía de la tramitación antecedente. Lo que a nuestros efec-
tos importa es resaltar la mención que en el mismo se hace a los
Reglamentos de las Cámaras en punto a la iniciativa legislativa, lo
cual, amén de dar lugar a una redundancia respecto al artículo 89 en
lo que hace a las proposiciones de Ley procedentes del Congreso o
del Senado, debe entenderse asimismo que implica que esa propia
referencia a los Reglamentos incumbe tanto a la iniciativa legislativa
de las Cámaras cuanto a la del Gobierno (proyectos de Ley: artículo
88 de la Constitución), y permite añadir una reseña constitucional
más a la hora de vincular el contenido de los Reglamentos parlamen-
tarios al bloque de constitucionalidad. Piénsese, en cualquier caso,
que decir simplemente que «la iniciativa legislativa corresponde... de
acuerdo con la Constitución» no sería decir mucho por sí mismo si
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no es añadiendo la cita de los Reglamentos parlamentarios, pues no
parece coherente que la iniciativa legislativa correspondiente fuese
precisamente contraria a la Constitución.

Por lo demás, huelga recordar que de lo que aquí se está tratando
es de los requisitos procedimentales que existen en el seno de la tra-
mitación parlamentaria de las Leyes, dejando a un lado lo tocante a
los presupuestos de naturaleza administrativa que deban darse para
configurar la voluntad del Gobierno en la iniciativa legislativa (y,
paralelamente, los restantes requisitos previos a la elaboración parla-
mentaria estricta, en los casos de las proposiciones de Ley), aunque
sin perjuicio de las aportaciones documentales que deban tener lugar
con carácter sobrevenido, ante peticiones expresas de las Cámaras,
una vez dentro del procedimiento parlamentario.

2. Jurisprudencia del Tribunal Constitucional

Por lo que respecta a la jurisprudencia de Tribunal Constitucional
en punto al procedimiento legislativo, debe ponerse de relieve la
importancia que el Tribunal ha reconocido desde sus primeras reso-
luciones tanto al procedimiento parlamentario en sí cuanto a las opi-
niones que se emiten en el curso de los trámites en las Cámaras, ya
se refieran a la Constitución misma, ya a otros textos de naturaleza
legislativa. Como dice el Tribunal, «los debates parlamentarios... son
un importante elemento de interpretación, aunque no la determinen»
(Sentencia, del Pleno, 5/1981, de 13 de febrero).

Por hablar sólo de algunos de los supuestos más recientes, el Tri-
bunal ha hecho mención a «los mismos antecedentes parlamentarios
del artículo 14 CE.» en la Sentencia, Sala II, 128/1987, de 16 de julio.
Y también se ha remitido el Tribunal con carácter de mera cita a la
«lectura de la discusión parlamentaria del precepto constitucional» (a
la sazón, el artículo 55.2 de la Constitución) para constatar un trata-
miento jurídico común para las actividades terroristas y otras formas
delictivas que suponen un ataque directo a la sociedad y al propio
Estado social y democrático de Derecho, en la Sentencia, del Pleno,
199/1987, de 16 de diciembre. Y en la Sentencia, del Pleno, 126/1987,
de 16 de julio, tras referirse también a la tramitación del texto consti-
tucional en punto a la retroactividad de las normas fiscales, el Tribu-
nal recogió, no ya meramente obiter, la elaboración parlamentaria
propia del texto constitucional dejando constancia de las modifica-
ciones acaecidas desde el Anteproyecto mismo de la Constitución.

En el mismo sentido de acudir a la interpretación histórica deriva-
da de las transformaciones experimentadas por la Constitución
durante los debates parlamentarios, cítase la Sentencia, del Pleno,
26/1987, de 27 de febrero, en la que el Tribunal Constitucional acude
nuevamente a «la evolución del texto constitucional en las Cortes
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constituyentes» para reforzar la interpretación gramatical en punto a
la autonomía universitaria, haciendo acopio de las mismas enmien-
das presentadas y de la justificación que sus autores les dieron en el
curso de los debates.

Con mayor amplitud aún, en la Sentencia, también del Pleno, 108/
1986, de 29 de julio, el Tribunal, tras hacer cita de su propia doctrina
contenida en la antes vista Sentencia 5/1981, de 13 de febrero, razo-
na extensamente respecto a los antecedentes parlamentarios y al sen-
tido que habría de darse a la misma variación experimentada en los
distintos textos, siempre por referencia a la Constitución, en torno al
conocido problema de la composición y modo de elección del Conse-
jo General del Poder Judicial.

En punto a los Estatutos de Autonomía, la Sentencia, del Pleno,
36/1981, de 12 de noviembre, acogió como hilo argumental el que
resultaba de las diferencias entre el texto inicial del proyecto de Esta-
tuto y el finalmente promulgado, haciendo un recorrido in extenso
por los trámites legislativos del Estatuto de Autonomía.

Con el mismo carácter ejemplificativo y ya dentro de las leyes
ordinarias, puede igualmente hacerse mención de la antes citada
Sentencia 126/1987, de 16 de julio, en la que el Tribunal Constitucio-
nal consideró que la Ley a la sazón enjuiciada, la 5/1983, no tenía la
condición de Ley de Presupuestos, ya que «así se explicita en el deba-
te parlamentario del .proyecto de Ley y se manifiesta en el procedi-
miento seguido en su tramitación». Pero sin duda en la Sentencia, del
Pleno, 116/1987, de 7 de julio, dictada en el caso de los militares de la
República, el Tribunal ha abundado más acerca de la importancia del
signo de los debates parlamentarios para el propio enjuiciamiento de
la Ley conforme a la Constitución, llegando, más aún, a relatar
pormenorizadamente todo el iter legislativo de la proposición de Ley
causal, haciendo recordatorio de todas las vicisitudes parlamentarias
que la misma atravesó.

En suma, todos los elementos inmersos en el procedimiento legis-
lativo van a servir al Tribunal Constitucional para indagar acerca de
la voluntad del legislador y de su adecuación a la Constitución; desde
las manifestaciones hechas por los parlamentarios en el curso de los
debates legislativos hasta las correspondientes plasmaciones escritas
que por doquier puedan resultar en cada una de las etapas procedi-
mentales, tanto acaezca ello en el articulado de la Ley cuanto se
produzca sólo en su propia denominación, en su rúbrica o división
sistemática o incluso en el preámbulo. En cualquier caso, lo que el
Tribunal Constitucional no ha hecho es erigir a los antecedentes par-
lamentarios en guía de expresión única de la hermenéutica constitu-
cional, sino que, ponderando adecuadamente los diversos criterios
interpretativos, le ha bastado con destacar la importancia que de
entre ellos ha de darse a los que resultan de los antecedentes de ela-
boración parlamentaria. Es decir, si de lo que se trata es de conocer
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la interferencia que la Ley ordinaria tenga respecto del tenor de la
Constitución, para saberlo los antecedentes parlamentarios son de
inestimable valor; pero sin que esos mismos antecedentes se sitúen
como parámetro mismo de la constitucionalidad de la Ley resultante,
ya que dicho parámetro lo debe ofrecer sólo la propia Constitución o,
a lo sumo, el bloque de constitucionalidad, como el mismo Tribunal
ha indicado.

Ahora bien, el Tribunal no se ha limitado tan sólo a destacar el
valor hermenéutico de las actuaciones incardinadas dentro del pro-
cedimiento legislativo, sino que también ha insistido en la necesidad
sustantiva de que ese mismo procedimiento tenga lugar de forma
regular y acorde con lo que la Constitución estatuye, al margen inclu-
so de la bondad técnica de la Ley resultante, toda vez que «el juicio de
constitucionalidad no lo es de técnica legislativa» (Sentencia, Sala II,
109/1987, de 29 de junio). Como ha indicado la Sentencia, del Pleno,
140/1986, de 11 de noviembre «las características "formales" de la
norma (como son la determinación de su autor y el procedimiento
para su elaboración y aprobación), suponen evidentemente límites y
requisitos para la acción normativa de los poderes públicos que son
otras tantas garantías de los derechos constitucionalmente reconoci-
dos». El procedimiento, pues, es factor determinante de la calidad
constitucional de la Ley y por ello el Tribunal se ha ocupado del mis-
mo en muy diversas ocasiones; a veces, como hemos visto, incluso
para decir que la observancia de un concreto procedimiento determi-
na la propia condición jurídica de la Ley resultante y, consecuente-
mente, su misma adecuación a la Constitución. Amén de lo que más
adelante se dirá, baste con indicar aquí aquellos rasgos básicos que el
Tribunal viene reconociendo en el procedimiento de elaboración
legislativa.

a) La propia concepción del Tribunal acerca del procedimiento
legislativo luce primariamente en la citada Sentencia, del Pleno, 45/
1986, de 17 de abril, en la que el procedimiento y los distintos actos
de que el mismo se compone se contemplan desde un punto de vista
formal. Se trataba aquí del conflicto suscitado por el Consejo General
del Poder Judicial contra determinados preceptos del proyecto de Ley
Orgánica del Poder Judicial aprobados por los Plenos del Congreso y
del Senado, ratificados de nuevo por el Pleno de aquél e incluidos
luego en la Ley Orgánica. De toda la argumentación del Tribunal nos
interesa aquí tan sólo lo relativo a la delimitación del objeto del con-
flicto, en cuanto, en contra de lo alegado por el Consejo General del
Poder Judicial, «las partes demandada y coadyuvante han aducido
precisamente, como causa específica de inadmisibilidad, la de que
los actos parlamentarios adoptados serían meros actos de trámite
dentro del iter legislativo». El Tribunal identifica básicamente el pro-
cedimiento legislativo con el procedimiento parlamentario, pero,
sobre todo, lo concibe aquí como un conjunto constituido por una
pluralidad de actos que no tienen autonomía propia, sino que se inte-
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gran todos ellos dentro de un curso superior, que es el que da sentido
y fin a los mismos, de suerte que el acto antecedente será causa de la
validez del posterior, sin el cual, a su vez, tampoco cobraría aquél efi-
cacia alguna. En noción formal que recuerda la ofrecida por la expo-
sición de motivos de la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de
julio de 1958, el Tribunal Constitucional señala que «los actos identi-
ficados como lesivos de las atribuciones defendidas —las votaciones
en el Congreso y en el Senado sobre determinados artículos del pro-
yecto tramitado ante una y otra Cámara— agotaron su eficacia en lo
que tuvieron de manifestaciones de voluntad de cada Cámara y de
presupuesto para la continuación del procedimiento legislativo».
Incluso el acto parlamentario último de votación final del Congreso
sobre las enmiendas del Senado «carece de virtualidad por sí mismo,
si no se le considera integrado por los que le precedieron en ambas
Cámaras». Más aún, el Tribunal aclarará que estos actos parlamenta-
rios forman parte directa de la Ley resultante, hablando de las «dispo-
siciones legislativas en que aquellos actos parlamentarios se integra-
ron procedimentalmente». Por consiguiente, el Tribunal acoge aquí
una visión formal del procedimiento legislativo, bien que forzado por
la propia naturaleza del conflicto constitucional planteado, punto de
vista formal que habrá de completarse, empero, con lo establecido en
otras resoluciones.

b) En efecto, en las Sentencias, del Pleno, 140/1986, de 11 de
noviembre, y de la Sala II, 159/1986, de 12 de diciembre, el Tribunal
Constitucional adiciona a la perspectiva meramente formal del pro-
cedimiento legislativo una nueva faceta, que es, por lo demás, conse-
cuencia ineludible de la propia existencia del procedimiento, al con-
cebir éste también como un instrumento de garantía, incluso frente
al propio legislador, para los derechos fundamentales. Se reconoce
así explícitamente la virtualidad sustantiva del procedimiento legisla-
tivo para servir como criterio de constitucionalidad, ya que la ausen-
cia o alteración de esa misma garantía exigida por la Constitución
determina la invalidez de la Ley en cuya elaboración falte o se varíe el
cauce procedimental previsto constitucionalmente.

c) En otras ocasiones el Tribunal ha entrado a analizar aspectos
ya más concretos del procedimiento legislativo, aunque sin obviar
determinadas consideraciones generales sobre el mismo. Así aconte-
ció en la arriba citada Sentencia 108/1986, de 29 de julio, la cual
decidió, como sabemos, el recurso de inconstitucionalidad interpues-
to contra la Ley Orgánica del Poder Judicial. Como expresa el funda-
mento primero de esta Sentencia, de los cuatro motivos del recurso,
tres se referían a preceptos concretos, pero el cuarto afectaba ya a la
totalidad de la Ley, por graves defectos en su tramitación que
acarrearían la invalidez de la norma por violación de los artículos 9.1
y 88 de la Constitución. Tales deficiencias de tramitación, que son las
qué a nuestros efectos importan, consistían, en opinión de los recu-
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rrentes, en la falta de informe preceptivo del Consejo General del
Poder Judicial sobre el proyecto de Ley Orgánica y en el hecho de
que tal proyecto se hubiese remitido al Congreso por parte del
Gobierno sin la correspondiente exposición de motivos ni memoria
explicativa. Pues bien, el Tribunal rechazó aquí los pedimentos de los
recurrentes, acogiendo, en cambio, las alegaciones que al efecto
había formulado el Abogado del Estado y realizó también una serie
de consideraciones acerca tanto del procedimiento legislativo cuanto
de la transcendencia de las infracciones que en el mismo pudieron
acaecer.

1.° El Tribunal distingue con rotundidad entre las fases adminis-
trativa previa y legislativa, para negar virtualidad invalidante a la falta
o retraso en la emisión de informes preceptivos exigidos por el orde-
namiento en la primera; tales carencias, de producirse, afectarían
únicamente al procedimiento administrativo previo al envío del pro-
yecto de Ley al Congreso, pero nunca al procedimiento legislativo en
sí, id est el de elaboración de la Ley por las Cortes Generales. En pala-
bras de Tribunal, «el defecto denunciado se habría producido, en
todo caso, en el procedimiento administrativo previo al envío del pro-
yecto al Congreso y no en el procedimiento legislativo, es decir, en el
relativo a la elaboración de la Ley, que se desenvuelve en las Cortes
Generales, por lo que mal puede sostenerse que el citado precepto
puede provocar la invalidez de este último procedimiento y de la Ley
en que desemboca» (el Tribunal llama «procedimiento legislativo» y
procedimiento «de elaboración de la Ley» a la fase parlamentaria
estricta).

2.° La ausencia de antecedentes e incluso de exposición de moti-
vos o de memoria explicativa del proyecto de Ley sólo afectaría al
procedimiento legislativo si con ello se privase a las Cámaras de un
elemento de juicio necesario para su decisión, lo cual debe ser
denunciado en primer término por los propios parlamentarios indivi-
duales o por los Grupos parlamentarios ante la misma Cámara, o
bien debe ser apreciado por ésta de oficio, siendo en todo caso com-
petencia exclusiva de la propia Cámara la valoración de la relevancia
que para los parlamentarios pudiera tener un elemento de juicio
determinado. Se desprende de las palabras del Tribunal que para éste
el procedimiento legislativo tiene un carácter medial y que está cons-
tituido por una serie de actos, los cuales no tienen relieve por sí sino
en función del fin al que van destinados, cual es la formación del ade-
cuado juicio de la Cámara merced a la intervención de los Diputados
y de los Grupos parlamentarios, de modo que sólo cuando las posibi-
lidades de actuación de éstos o la formación última de la voluntad de
aquélla se hubieran visto entorpecidas por la omisión de determina-
dos trámites, estos últimos cobrarían entonces efectividad generado-
ra de la invalidez de la Ley resultante. Por consiguiente, las Cámaras
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pueden, desde luego, convalidar los defectos tanto de la tramitación
administrativa precedente cuanto del propio procedimiento legislati-
vo en s(, convalidación que podrá ser tanto expresa como tácita,
producida esta última por la misma tramitación parlamentaria del
proyecto por la Cámara (como aconteció en el supuesto de autos);
todo ello en aplicación concreta del principio de interpretación de los
preceptos legales conforme y a la luz de los preceptos constituciona-
les, interpretación que es la que habría de elegirse en todo caso, o
también en virtud del principio de conservación de la norma. En
suma, únicamente haciendo especial hincapié en la necesidad de
conocer una documentación determinada, adquiriría este trámite la
relevancia bastante a efectos de la invalidez de la Ley, lo cual revela
inequívocamente la distinta trascendencia que dentro del procedi-
miento legislativo tienen sus diferentes fases.

d) En la ya citada Sentencia 99/1987, de 11 de junio, el Tribunal
examina inicialmente una cuestión de «inconstitucionalidad formal»,
al alegar los recurrentes como primer motivo del recurso la
infracción de preceptos así de la Constitución como de los Regla-
mentos de las Cámaras por causa de la tramitación parlamentaria
experimentada por las Disposiciones Adicionales 9.a, 15.a y 16.a de la
Ley impugnada. Tras hacer un breve recordatorio del contenido de
estos preceptos legales y de su incorporación al texto definitivo de la
Ley por vía de enmienda introducida por el Senado y aceptada luego
por el Pleno de Congreso, así como de los argumentos en los que se
sostenía la impugnación (las enmiendas introducidas no eran tales,
sino auténticas proposiciones de Ley, motivo por el cual su tramita-
ción debió acomodarse al procedimiento establecido para éstas, no
para aquéllas), el Tribunal rechaza estas aseveraciones de los recu-
rrentes en cuanto: 1) el recurso no planteaba un supuesto de inapli-
cación o interpretación errónea de las normas reglamentarias, sino
un caso de aplicación de normas inadecuadas, al tramitarse como
enmienda lo que debió tramitarse como proposición de la Ley; y
2) así las cosas, no existe precepto constitucional ni reglamentario
que establezca una delimitación material entre enmienda y proposi-
ción de Ley, por lo que no hubo, ni pudo haber «infracción reglamen-
taria alguna y por tanto tampoco inconstitucionalidad». Pues bien, de
los argumentos del Tribunal deben destacarse los aspectos que
siguen:

1.° El procedimiento legislativo debe ser respetado necesaria-
mente por el Legislador, so pena de incurrir en vicio de inconstitucio-
nalidad: «la inobservancia de los preceptos que regulan el
procedimiento legislativo podría viciar de inconstitucionalidad la
Ley».
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2." Sin embargo, no toda violación del procedimiento genera la
inconstitucionalidad misma de la Ley resultante; ha de tratarse de
infracciones sustanciales: «(...) podría viciar de inconslitucionalidad
de Ley (continúa diciendo el Tribunal) cuando esa inobservancia alte-
re de modo sustancial el proceso de formación de voluntad en el
seno de las Cámaras». Por lo tanto, será obligado realizar un cuidado-
so análisis casuístico que elucide, ante cada infracción procedimenlal
detectada, si ella es o no sustancial para la perfecta formación de la
voluntad de la Cámara. Por lo demás, concuerda esta apreciación
finalista con la que ya expuso el Tribunal en la recién citada Senten-
cia 108/1986, en el sentido de ser la formación de la voluntad del
órgano legislativo lo que ha de preservarse a lo largo del procedi-
miento, de forma que las aportaciones documentales (entonces) y la
utilización del cauce preciso (ahora) garanticen tanto desde la pers-
pectiva del parlamentario individual como del órgano cameral al que
éste pertenece que la voluntad de la Asamblea se produjo en los icr-
minos precisamente queridos por ésia y según los postulados consti-
tucionales.

3.° Los Reglamentos de las Cámaras sirven o pueden servir de
parámetro de la constitucionalidad formal de la Ley, en cuanto esta-
blecen las reglas del procedimiento legislativo. El Tribunal resalta la
importancia de los Reglamentos de las Cámaras como definidores
del procedimiento legislativo, cuya observancia, a su vez, es requisito
de conslilucionalidad de las Leyes, al menos en sus líneas maestras o
aspectos sustanciales, si bien habrá de tenerse presente que estas
consideraciones, como más adelante examinaremos, deben mati-
zarse convenientemente en virtud de otras resoluciones del propio
Tribunal. .

e) Continuando con la determinación de las infracciones del pro-
cedimiento legislativo que pudieran resultar sustanciales, cabe citar
el Auto 477/1984, de 26 de julio, en el que el Tribunal se viene a pro-
nunciar sobre la trascendencia de algunos defectos de tramitación.
Los recurrentes (miembros del Parlamento de Canarias) acudían en
amparo contra determinados actos y omisiones que ellos imputaban
al Presidente de Parlamento de Canarias con ocasión de la tramita-
ción del proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma de Canarias para 1983. Tales deficiencias aducidas por los
demandantes de amparo consistían en la falla de reunión de la Comi-
sión parlamentaria correspondiente, en la falta de respeto al plazo de
diez días que habría de mediar entre la convocatoria y la celebración
de la Junta de Portavoces y del Pleno de la Cámara, en la falta de con-
vocatoria previa de la Junta de Portavoces y del Pleno de la Cámara,
en la falta de convocatoria previa de la Junta de Ponavoces para fijar
el orden del día del Pleno y en la falta de distribución anticipada del
texto del Dictamen de la Comisión. En todos estos casos se citaban
los preceptos que se consideraban infringidos y que resultaban ser
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siempre del Reglamento del Parlamento de Canarias, aunque los
recurrentes pretendían extrapolar la infracción hasta el artículo 23 dé
la Constitución. Pues bien, los interesados desistieron formal y expre-
samente de la acción de amparo deducida y, por tal motivo, el Tribu-
nal declaró terminado el procedimiento —con imposición a cada uno
de los recurrentes de la sanción de 10.000 pesetas y del pago de las
costas oportunas—, pero, al hacerlo, se pronunció también acerca de
las infracciones procedimentales que los recurrentes habían manifes-
tado. Y, así, el Tribunal entendió que «las infracciones denunciadas
por los demandantes o bien carecen de la mínima entidad, o bien,
sencillamente, no se han producido, porque la tramitación del Pro-
yecto de Ley de Presupuestos no ha tenido lugar del modo que los
demandantes decían». Dejando a un lado la infracción consistente en
la falta de reunión de la Comisión (ya que tal infracción no se produ-
jo en realidad), las demás alegadas por los recurrentes «carecían de la
mínima entidad», sin que el Tribunal nos aclare si esa carencia es
absoluta, en cualquier caso, o sólo relativa, una vez visto el tenor del
procedimiento concreto en que tuvieron lugar las infracciones regla-
mentarias. A nuestros entender, las infracciones eran de entidad
mínima en punto al artículo 23 de la Constitución, id est en cuanto a
no ser bastantes para considerar dicho precepto constitucional como
infringido, ya que ello es lo que se discutía en sede de amparo. Otra
cosa bien distinta es si esa trascendencia de las infracciones subsistía
o no respecto a la validez del procedimiento legislativo presupuesta-
rio, cuestión que los interesados no plantearon y para la que esta vía
tampoco les habría resultado eficaz, como en otros supuestos ha
acontecido. Por lo demás, no se suscitó en el caso de autos la especial
relevancia de los procedimientos presupuestarios, cuestión ésta
sobre la que, empero, el Tribunal sí ha debatido en otras ocasiones.

f) En efecto, en distintas circunstancias ha tratado el Tribunal
Constitucional de la Leyes de Presupuestos, tanto en lo que respecta
a su propio contenido cuanto en lo relativo a sus especialidades de
tramitación parlamentaria. Así, en la ya referida Sentencia 27/1981,
de 20 de julio, el Tribunal hizo mención de la «peculiaridad de la Ley
de Presupuestos», cuyas «notas singulares... vienen impuestas por el
hecho de que su debate está, de alguna manera, restringido por las
disposiciones reglamentarias de la Cámara que regulan el procedi-
miento». El Tribunal insistirá posteriormente en esas características
singulares del procedimiento legislativo en sede presupuestaria y en
la Sentencia, del Pleno, 65/1987, de 21 de mayo, tras hacer recordato-
rio de la acabada de citar, 27/1981, indica que «las peculiaridades
constitucionalmente previstas respecto de la tramitación de la Ley de
Presupuestos suponen evidentes restricciones de las facultades de los
órganos legislativos, debido a la referida exigencia de conformidad
gubernamental respecto a determinadas enmiendas, exigencia que,
por otra parte, se extiende más allá del ámbito del procedimiento
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presupuestario. No puede por tanto descartarse la posibilidad de que
la inclusión injustificada de materias no relacionadas con la discipli-
na presupuestaria suponga una restricción ilegítima de las competen-
cias del poder legislativo, al disminuir sus facultades de examen y
enmienda sin base constitucional; por lo que, cuando tal cuestión se
plantee, será necesario examinar si las regulaciones contenidas en el
articulado de la Ley de Presupuestos se encuentran relacionadas
directamente..., bien con las previsiones de ingresos y habilitaciones
de gastos, bien con los criterios de política general en que las previ-
siones presupuestarias se sustentan. En el presente caso, tal examen
resulta especialmente relevante si se tiene en cuenta que en el proce-
dimiento parlamentario de aprobación de la Ley 44/1983, el Gobier-
no hizo uso de la facultad que el artículo 134.6 de la CE. y el artícu-
lo 111 del Reglamento del Congreso le conceden, de oponerse a la
tramitación de enmiendas referidas a las disposiciones que se im-
pugnan».

En iguales términos se pronuncia la Sentencia, también del Pleno,
134/1987, de 21 de julio, abundando en esta misma idea de la califi-
cación del especial procedimiento legislativo de las Leyes de Presu-
puestos.

Es decir, las singularidades de la Ley de Presupuestos tienen una
manifestación no sólo material, sino, desde luego, procedimental, en
cuanto se traducen en determinados apartamientos de las reglas del
procedimienio ordinario, todo lo cual obligará, en puridad, a inter-
pretar siempre de forma restrictiva aquellas normas, no siendo lícito
trasladarlas desde el procedimiento presupuestario a ningún otro
procedimiento legislativo diferente. Por lo demás, del mero dato
táctico de la presencia o no del procedimiento legislativo presupues-
tario no podría per se deducirse tampoco la naturaleza presupuesta-
ria o no de una determinada Ley, como parece decir, según hemos
visto, la Sentencia 126/1987, de 16 de julio, sino, a la inversa, sólo las
Leyes de naturaleza presupuestaria pueden seguir los cauces procedi-
mentales de elaboración previstos especialmente para ellas tanto en
la Constitución como en los Reglamentos de las Cámaras, motivo por
el cual habría de reputarse inconstitucional aquella Ley en cuya ela-
boración se hubiese utilizado el procedimiento presupuestario sin
que la misma tuviera esa naturaleza. La presencia, pues, del procedi-
miento legislativo común y, por lo mismo, también del presupuesta-
rio podría «delatar» a una u otra especie de Leyes, pero no sería por sí
propia bastante para alterar la essentia iuris de las mismas, que viene
dada por sus características materiales o sustantivas. Del mismo
modo que el procedimiento legislativo como tal no tiene tampoco efi-
cacia taumatúrgica para convertir en Ley algo que ni lo es ni lo puede
ser, por más que en su tramitación se hubieran aplicado, supletoria-
mente o no, las oportunas normas del procedimiento legislativo (por
ejemplo, en el supuesto dé la autorización de las Cortes Generales
para la prestación del consentimiento del Estado por medio de Trata-
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dos internacionales: artículos 156.1 del Reglamento del Congreso y
144.3 del Reglamento del Senado). Más adelante volveremos sobre
esta cuestión.

g) Por lo que respecta a la naturaleza de los Reglamentos parla-
mentarios y a su relación con la inconstitucionalidad de las Leyes por
violación de las normas reglamentarias sobre procedimiento legislati-
vo, el Tribunal Constitucional no ha mantenido una línea uniforme.
Así, en la Sentencia, de la Sala I, 101/1983, de 18 de noviembre, el
Tribunal estudió el problema relativo a «si el Reglamento (del
Congreso), de acuerdo con la Constitución, es una norma que pueda
exteriorizar y dar forma a tal deber (el de prestar juramento o prome-
sa de acatamiento a la Constitución para adquirir la condición plena
de Diputado), por entrar dentro de la función que cumple dentro del
sistema jurídico». Añade el Tribunal que «para responder a este inte-
rrogante, hemos de partir de que los Reglamentos de las Cámaras, se
encuentran directamente incardinados a la Constitución (arts. 72, 79
y 80, entre otros), siendo el contenido propio de tales normas el de
regular, con sujeción a la Constitución, su propia organización y fun-
cionamiento, en el que ha de incluirse lógicamente la constitución
del órgano como tal. De ahí que desde una perspectiva constitucio-
nal... no pueda negarse que los Reglamentos de las Cámaras, dada la
función que cumplen en el sistema jurídico, son normas en cuyo
contenido puede comprenderse la exteriorización del deber positivo
de acatamiento contenido en la Constitución, para los titulares de los
poderes públicos, sin perjuicio de que tal requisito pueda también
exteriorizarse, con carácter más general, en una Ley». Es decir, para
el Tribunal en esta Sentencia los Reglamentos camerales tienen ple-
no carácter normativo externo, dada su directa vinculación con el
texto constitucional, siguiera advierta la mayor generalidad de la Ley
para estos menesteres. La aseveración del Tribunal resultaba, por lo
demás, fundamental a la hora del enjuiciamiento del caso concreto
planteado y vino a ser objeto de confirmación poco después en nue-
va Sentencia, también de la Sala I, 122/1983, de 16 de diciembre.
Desde esta perpectiva, la inclusión de los Reglamentos del Congreso
y del Senado en el bloque de constitucionalidad parecería no presen-
tar dudas y, en lo tocante al procedimiento legislativo, el corolario
sería, por lo tanto, inmediato: la infracción del Reglamento habría de
implicar infracción directa de la Constitución y, por lo mismo, daría
lugar a la invalidez de la Ley resultante.

Esta primera aproximación habrá de ser, sin embargo, adecuada-
mente matizada a raíz de otras varias resoluciones del propio Tribu-
nal, singularmente merced a una plural serie de Autos en los que se
ha ido enfrentando con distintas manifestaciones singulares del pro-
blema de la violación de los preceptos de los Reglamentos de las
Cámaras. Así, en el conocido Auto 183/1984, de 21 de marzo, el Tri-
bunal declaró inadmisible el recurso de amparo interpuesto, justifi-
cando ello formalmente en el dato de que el recurso se habría plan-
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teado contra una norma, no contra un acto, y entendiendo al efecto
que estas normas impugnadas constituían «un acto interno de la
Cámara, producido por la Presidencia de ésta y que tiene por finali-
dad la regulación de las relaciones que existen entre la Cámara y sus
propios miembros». El Tribunal no se plantea aquí la naturaleza del
procedimiento legislativo, rii tampoco la trascendencia que respecto
de él pudieran tener las «Normas Supletorias» impugnadas; pero sí
viene a indicar que el régimen de las enmiendas o, al menos, parte
del mismo, no tiene relevancia jurídica extramuros de la Cámara y
tan sólo atañe a las relaciones entre ésta y sus miembros. Ahora bien,
si se parte de la consideración de las enmiendas dentro del procedi-
miento legislativo como el vehículo formal en el que se plasma el
debate parlamentario en torno al proyecto o proposición de Ley, no
cabe duda de que, al margen de su trascendencia interna o externa
como acto parlamentario, lo cierto es que se está ante uno de los trá-
mites sustanciales del procedimiento legislativo, del que no es posible
prescindier in loto ni tampoco alterarlo de forma tal que no cupiera
reconocer el propio trámite o la finalidad a la que el mismo sirve,
cual es inequívocamente la formación adecuada de la voluntad de la
Cámara. Por ello, sin dejar de reconocer que el enjuiciamiento de los
actos parlamentarios con finalidad puramente obstruccionista del
procedimiento legislativo perjudica claramente a éste, no cabría tam-
poco dudar de la importancia del trámite en sí o, mejor, de la falta de
inocuidad de su inobservancia, puesto que ello atañe de modo direc-
to no ya a los derechos del parlamento uti singuli, sino a la Ley mis-
ma que de semejante manera se llegase a elaborar.

En otro Auto, el 12/1986, de 15 de enero, el Tribunal abordó direc-
tamente la cuestión de la incardinación de los Reglamentos parla-
mentarios en el bloque de constitucionalidad, refiriéndose tangen-
cialmente también a la infracción de determinados preceptos regla-
mentarios atinentes a la tramitación de enmiendas. Así, frente a las
alegaciones del recurrente en el sentido de que las negativas por par-
te de la Mesa de la Cámara a tramitar las enmiendas presentadas por
él, negativas amparadas en los actos impugnados, implicaban la vio-
lación simultánea del bloque de constitucionalidad integrado por el
artículo 23.1 de la Constitución y por las normas de los Reglamentos
de las Cámaras, el Tribunal rechaza estas aseveraciones (que parten
«de la errónea configuración como lesión constitucional de toda pre-
sunta infracción de los Reglamentos de las Cámaras Legislativas —lo
que no es aceptable en nuestro ordenamiento y así se deduce del cita-
do artículo 42 de la LOTC y como no lo es tampoco, en general, en el
Derecho comparado—»), insistiendo nuevamente en esa manera de
entender la relación existente entre la Constitución de los Reglamen-
tos parlamentarios, al menos a efectos de los derechos fundamenta-
les de los miembros de las Cámaras. Dice el Tribunal que «es necesa-
rio señalar que no toda infracción de los Reglamentos de las Cáma-
ras y, en concreto, de aquellas de sus normas que regulan las faculta-
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des de los parlamentarios en el curso del procedimiento, constituyen
otras tantas violaciones de derechos fundamentales, ya que no es
correcto incluir en el bloque de la constitucionalidad relativo al
art. 23 las normas de aquellos Reglamentos sobre el ejercicio de las
funciones de los miembros de las Cámaras legislativas». Sin embar-
go, lo tajante de esta afirmación, que parece contradecir las conside-
raciones que el propio Tribunal ha efectuado en otras ocasiones y a
las que ya nos hemos referido, se matiza acto seguido, haciendo
recordatorio de la reserva constitucional en pro de los Reglamentos y
reconduciendo el problema a términos análogos a los que ya había
resuelto el Auto 183/1984: «la organización de los debates y el proce-
dimiento parlamentario es cuestión remitida en la Constitución,
como se desprende de su art. 72, a la regulación y actuación indepen-
diente de las Cámaras legislativas y los actos puramente internos que
adopten las mismas no podrían ser enjuiciados por este Tribunal, en
cuanto que presuntamente lesivos de los Reglamentos parlamenta-
rios, sin menoscabar aquella independencia como ya declaró este Tri-
bunal en el Auto de 21 de marzo de 1984 (R. A. núm. 138/1984).
Quiere con ello decirse que, sólo en cuanto lesionen un derecho
fundamental reconocido en la Constitución y no por infracción pura
y simple de un precepto del Reglamento de la Cámara, son recurri-
bles en amparo tales actos internos, en virtud de lo dispuesto en el
art. 42 de la LOTC».

De esas palabras se desprende, en primer lugar, que la organiza-
ción del procedimiento legislativo («procedimiento parlamentario» lo
llama el Tribunal, aunque en el caso de autos se trataba de un autén-
tico procedimiento legislativo), corresponde a los Reglamentos, por
virtud de la reserva del artículo 72 de la Constitución, precepto que,
por lo demás, tiene un carácter general en lo que al procedimiento
legislativo afecta. En segundo término, los actos del procedimiento
legislativo son actos internos a la propia Cámara, de forma tal que
aunque violen los Reglamentos no pueden ser enjuiciados per se por
el Tribunal Constitucional en amparo, vía que sólo cabe en caso de
que la violación de los derechos fundamentales se produzca por
infracción directa de la Constitución. Por último, «a contrario», los
Reglamentos de las Cámaras no incorporan derechos fundamentales
autónomos de los que sean titulares los parlamentarios, sino que
aquéllos, en su caso, vienen establecidos por el propio tenor constitu-
cional. Por ello, no tienen tal carácter ni pertenecen a la esfera del
artículo 23.1 de la Constitución los de presentación de enmiendas
individualmente (y no a través de los Grupos parlamentarios), o de
recepción directa y personal, con una antelación determinada, de las
copias de las enmiendas introducidas por el Senado (y no a través
también de los citados Grupos parlamentarios).

Las tesis del Tribunal Constitucional en esta materia se han reafir-
mado merced a nuevos Autos, como el 292/1987, de 11 de marzo
—en el que el Tribunal declara también inadmisible el recurso de

159



Emilio Jiménez Aparicio

amparo presentado, haciendo cita de los dos Autos precedentes de
1984 y 1986-, o el 659/1987, de 27 de mayo —que reitera la doctrina
general que venimos examinando—. En este último supuesto, el Tri-
bunal declaró su falta de jurisdicción para conocer de un recurso de
amparo interpuesto por el Partido Nacionalista Vasco contra un
Acuerdo del Congreso de los Diputados por el cual no se tomaba en
consideración una proposición de Ley presentada por el Grupo
parlamentario vasco (PNV-EAJ). El partido político recurrente
pretendía que el Tribunal Constitucional, declarando la nulidad del
Acuerdo parlamentario denegatorio de la toma en consideración de
la proposición de Ley, expusiese, en sustitución de la voluntad de la
Cámara, que se entendiera tomada en consideración la proposición
de Ley, prosiguiendo luego ésta su tramitación conforme al procedi-
miento reglamentariamente previsto al efecto. El Tribunal rechazó
expresamente este planteamiento, que le habría obligado a convertir-
se en «legislador positivo», diciendo que las resoluciones parlamenta-
rias sobre la toma en consideración de las proposiciones de Ley de
cada una de las Cámaras suponen una «manifestación del libre ejer-
cicio por cada Asamblea de sus atribuciones constitucionales» que,
en la medida en que no violen derechos y libertades fundamentales,
no permiten que el Tribunal Constitucional se interfiera en lo que no
sería sino «la normal actividad parlamentaria». El control del Tribu-
nal Constitucional «se realiza sólo sobre los actos mediante los que
los órganos estatales actúan sus competencias, pero no sobre la deci-
sión adoptada en virtud de circunstancias políticas y de oportunidad
acerca de la ocasión idónea para el ejercicio de sus competencias». El
acto en cuestión, en fin, es un acto interno de la Cámara y no justicia-
ble a estos efectos en vía de amparo ante el Tribunal Constitucional.

En segundo lugar, el Tribunal indica que el procedimiento legisla-
tivo se compone de una plural serie de actos o fases, en ninguna de
las cuales puede entrar aquél mientras se respeten los derechos de
participación política de los Diputados y Grupos parlamentarios, sin
que quepa entender tampoco que «cualquier denegación dentro de
un largo iter procedimental para la elaboración de una Ley, ya sea
éste de rechazo de una proposición de Ley, ya sea la negativa a la
petición de retirar un proyecto de Ley o de aceptar una enmienda,
etcétera, pudiera considerarse que podrían lesionar derechos funda-
mentales residenciables en amparo de aquellos a los que en su caso
podría aplicarse la norma legislativa que eventualmente pudiera ser
aprobada». El Tribunal Constitucional no puede, en suma, supervisar
íntegramente y en todas sus fases el curso mismo del procedimiento
legislativo para garantizar el resultado normativo final; el control de
estos actos parlamentarios no puede hacerse en atención a sus «efec-
tos finales», pues ello implicaría la elaboración misma de la Ley por
el propio Tribunal.

' Amén de todas la cuestiones que directamente se infieren de las
propias palabras del Tribunal y que abundan en ideas ya conocidas,
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en lo que aquí interesa merecen destacarse los aspectos que siguen:
a) el procedimiento legislativo supone una larga serie de actos parla-
mentarios, que se integran dentro del mismo y que no cabe impugnar
separadamente, tratándose, por tanto, de meros actos de trámite;
b) tales actos parlamentarios son, además, ejercicio de la autonomía
e independencia de la propia Cámara y el Tribunal no puede enjui-
ciarlos por esta sola circunstancia, por tratarse de «actos internos»;
c) únicamente cabría residenciar estos actos parlamentarios en sede
de amparo ante el Tribunal Constitucional: a') en caso de defectos
formales en su elaboración, ya por no expresarse regularmente, ya
por vicios del consentimiento (es decir por no ser «formalmente
correctos»); b') en caso de defectos sustanciales, en la medida en que
no se respeten los derechos de participación política de los Diputados
y Grupos parlamentarios, lo cual reconduce el problema a los dere-
chos fundamentales y libertades públicas susceptibles de recurso de
amparo constitucional en general.

La doctrina que resulta de estos Autos acabados de exponer, más
la derivada de cuanto se lleva dicho implica que los actos atinentes a
los derechos de los parlamentarios en el seno del procedimiento
legislativo que, por carecer de proyección normativa o eficacia exter-
na a la Cámara, deban ser tenidos como actos internos y, más aún,
participando de la condición de actos de trámite, no pueden ser obje-
to de impugnación aislada por dichos parlamentarios durante el cur-
so del procedimiento —ni, menos aún, por los terceros presuntos
destinatarios finales de la norma elaborada—; únicamente al con-
cluir dicho procedimiento e impugnado que fuere el acto resolutorio
final, aquí la Ley misma resultante, podrían hacerse valer las eventua-
les infracciones que hubiesen acaecido durante la tramitación y que
eventualmente pudieran haber implicado una minusvalía de los dere-
chos de los parlamentarios. No siendo ello así, los actos resultan
inimpugnables en vía de amparo individual mientras no haya una
clara y terminante infracción del texto constitucional. A estos efectos,
pues, los Reglamentos parlamentarios no pertenecerían al bloque de
constitucionalidad, bien que ello acaezca, insistimos, en pura sede de
amparo constitucional respecto de actos singulares de procedimiento
legislativo enfocados como violaciones de derechos fundamentales,
mas no como violaciones del propio iter procedimental legislativo.

h) En último lugar nos referiremos a una salomónica decisión
del Tribunal en un caso de infracción de determinadas reglas del pro-
cedimiento legislativo, aunque, en rigor, el problema se suscitó en la
fase final de éste, fuera ya del ámbito parlamentario estricto y afectó
a la sanción articipada de una Ley Orgánica. Se trata del Auto, del
Pleno, 120/1983, de 21 de marzo, por el cual el Tribunal acordó, por
mayoría, tener por interpuesto recurso previo de inconstitucionalidad
contra la Ley Orgánica 6/1983, de 2 de marzo; la infracción había
consistido en someter a sanción la Ley Orgánica ya aprobada por las
Corles Generales, pero sin aguardar a que transcurriese en su totali-

161



Emilio Jiménez Aparicio

dad el plazo de tres días durante el cual cabía la interposición del
recurso previo. Pues bien, el Tribunal consideró que la irregularidad
cometida no podía generar la consecuencia de impedir el recurso a
los interesados, pero como quiera que la virtualidad del recurso pre-
vio consistía en paralizar la restante tramitación de la Ley hasta que
el Tribunal se pronunciase, el Pleno estimó también que la suspen-
sión no podía afectar ya a toda la Ley (que estaba sancionada,
promulgada y publicada como tal en el Boletín Oficial del Estado —en
adelante, BOE-), sino únicamente a los concretos preceptos a los
que se refería la impugnación. Con lo cual y hasta el advenimiento de
la Sentencia sobre el fondo del asunto (Sentencia, del Pleno, 38/
1983, de 16 de mayo), la Ley Orgánica en cuestión sólo estuvo par-
cialmente en vigor. O, lo que es lo mismo, el vicio de procedimiento
—la sanción anticipada de la Ley— no afectó a la totalidad de la nor-
ma, sino sólo a una parte de ella, en concreto a aquellos singulares
preceptos a los que se contraía el recurso. Aunque el supuesto de
autos queda fuera del ámbito de nuestro estudio, lo hemos traído a
colación como reflejo del carácter no absoluto de las infracciones
procedimentales, las cuales, en aras del principio de conservación de
actos —«de especial trascendencia en el derecho público», según el
propio Tribunal—, no determinarían per se la invalidez total de la Ley,
sino únicamente la de aquellas partes de la misma en las que la
infracción se hubiese generado.

III. ALGUNOS EJEMPLOS DE INFRACCIONES
DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO

Hechas las consideraciones que anteceden, procede ya que acuda-
mos a algunos supuestos concretos en los que las reglas del procedi-
miento legislativo se han visto conculcadas. La doctrina no ha dejado
de ocuparse de diferentes aspectos procedimentales que resultan del
propio tenor constitucional, como los atinentes al plazo de discusión
de la Ley de Presupuestos Generales del Estado o al plazo de dos
meses del que el Senado dispone para, motivadamente, oponer su
veto o introducir enmiendas en los proyectos legislativos. Pero, en
general y salvo notables excepciones, los estudios doctrinales se han
hecho desde una perspectiva más bien teórica, id est sin analizar
empíricamente ejemplos de Leyes en cuyo iter procedimental hayan
tenido lugar semejantes infracciones. Refírámonos, pues, a algunos
de estos casos de elaboración parlamentaria irregular en los que es
dable advertir deficiencias de tramitación, algunas incluso consisten-
tes en el seguimiento in toto de un procedimiento inadecuado.
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1. El artículo 82.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional

\J3L Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitu-
cional, contemplada en su conjunto, no presentó muchas singulari-
dades en lo que a su tramitación parlamentaria atañe. Se trató de la
primera de las Leyes Orgánicas exigidas por la Constitución que,
como tal, fue remitida al Parlamento, aunque luego no haya sido cro-
nológicamente la primera Ley Orgánica promulgada, al ser precedida
por la General Penitenciaria. Sin embargo, lo que sí ocurrió durante
el procedimiento de elaboración de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional es una circunstancia que supuso que en el texto final-
mente aprobado por las Cortes Generales y publicado luego como
Ley en el BOE se hubiera introducido un inciso que, en verdad, no
fue debatido ni aprobado por el Parlamento o, mejor, lo fue en un
sentido diverso al que recoge el texto de la Ley en vigor. Nos referi-
mos al inciso final del artículo 82.2.

Incluido dentro del Título VII de la Ley («De las disposiciones
comunes sobre procedimientos»), el artículo 82 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional se refiere a los aspectos de postulación
procesal. En su apartado 2, el artículo 82 dice lo siguiente:

«2. Los órganos ejecutivos, tanto del Estado como de las Comu-
nidades Autónomas, serán representados y defendidos por sus aboga-
dos. Por los órganos ejecutivos del Estado actuará el Abogado del
Estado.»

Es este último inciso, el atinente a la postulación relativa a los
órganos ejecutivos del Estado ante el Tribunal Constitucional, el que
debe ser objeto de nuestro análisis. Dicho inciso no aparecía en el
proyecto del Gobierno, tal como fue publicado en el Boletín Oficial de
las Cortes Generales —en adelante, BOCG—, Sección Congreso de los
Diputados, de 24 de mayo de 1979 (el precepto era entonces el artícu-
lo 87). De todas las enmiendas presentadas en el Congreso (297), tan
sólo se presentó una al artículo 87.2, la enmienda número 215 del
diputado de UCD don Alberto Oliart y Saussol, proponiendo la
siguiente redacción al citado precepto:

«Los órganos ejecutivos, tanto del Estado como de las Comunida-
des Autónomas, serán representados y defendidos por sus abogados.
Por los órganos ejecutivos del Estado actuarán los Abogados del
Estado.» ^

La enmienda, como se ve, consiste en adicionar el inciso final,
incluyendo la referencia, en plural, a los Abogados del Estado.

La Ponencia de la Comisión Constitucional del Congreso emite su
Informe el 5 de julio de 1979 (BOCG, C.D., de 7 de julio), en el que
figura aceptada la enmienda número 215, del señor Oliart Saussol.

En el anexo del Informe de la Ponencia figura el apartado 2 distri-
buido en dos párrafos, siendo el segundo párrafo, después de un
punto y aparte, el que se incluye en virtud de la enmienda presentada.
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Del propio modo, la referencia ya no es, en plural, a los Abogados del
Estado, sino, en singular, al Abogado del Estado.

La Comisión Constitucional del Congreso emitió su Dictamen con
fecha 1 1 de julio de 1979 (BOCG, C.D., de 19 de julio). En lo que aquí
importa, se mantiene el texto del Informe de la Ponencia, si bien
variando la numeración, de manera que el artículo 87 pasa a ser el
artículo 82 tal como en la actualidad recoge la Ley. Por lo tanto, se
respeta la distribución del apartado 2 en dos párrafos según resulta-
ba de los términos del Informe de la Ponencia.

El debate en el Pleno del Congreso se celebró los días 23 y 24 de
julio de 1979, produciéndose una importante polémica que afectó no
sólo al fondo o contenido de la Ley en debate, sino también al proce-
dimiento de la discusión en sí (la oposición criticaba al Grupo
parlamentario de UCD el alargamiento de la discusión con el fin de
que el citado Grupo tuviese a todos sus Diputados presentes en la
Cámara para poder votar, y en esta misma línea indicada de prolon-
gación de la sesión, el Diputado de UCD señor Alzaga Villaamil solici-
tó la palabra para explicación de voto respecto al artículo 82). A estos
efectos, en lo tocante al artículo 82 el resultado de la votación fue el
siguiente: votos emitidos, 302; a favor, 297; en contra, uno; abstencio-
nes, cuatro.

En suma, la encomienda legal que se confería a los Abogados del
Estado para representar y defender a los órganos ejecutivos del Esta-
do ante el Tribunal Constitucional obedecía a una expresa y delibera-
da voluntad de la Cámara, para lo cual el Grupo parlamentario pro-
ponente contó con una aplastante mayoría favorable (297 votos de
302 emitidos). Esta consciente manifestación de voluntad de la
Cámara debe ser tenida, por lo tanto, en la adecuada consideración a
la hora de interpretar el sentido de los actos legislativos posteriores.

El resultado del debate en el Pleno del Congreso se plasmó en un
«Dictamen» que se publicó en el BOCG, CD, de 30 de julio 1979. En
este texto el artículo 82 aparece, según se ha indicado anteriormente,
con un apartado 2 dividido en dos párrafos, con el tenor ya conocido.
Y este mismo texto es el que se remite por el Congreso al Senado
(BOCG, S., de 9 de agosto de 1979).

En el Senado se presentaron en total 128 enmiendas {BOCG,
S. del 21 de agosto de 1979). Sin embargo, al apartado 2 del artícu-
lo 82 no se presentó ninguna enmienda, aunque sí al apartado 1 del
mismo precepto (la número 79, del Grupo de UCD).

La Ponencia de la Comisión de Constitución del Senado emitió su
Informe con fecha 23 de agosto de 1979, publicándose en el BOCG,
S. de igual fecha. Es en este momento cuando comienzan las altera-
ciones sustanciales del texto que comentamos. En efecto, pese a que
al apartado 2 del artículo 82 no se había presentado ninguna enmien-
da, sino únicamente al apartado 1 del mismo precepto (la citada,
número 79, del Grupo de UCD), la Ponencia, por la actuación desta-
cada de alguno de sus miembros, modificó también el apartado 2
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suprimiendo el inciso atinente a los Abogados del Estado que se
había introducido expresamente en el Congreso y, por lo tanto, retor-
nando de nuevo al texto del proyecto de Ley como lo remitió el
Gobierno.

La Comisión de Constitución del Senado emitió Dictamen el 27 de
agosto de 1979 (BOCG, S. de 28, con sendas correcciones de erratas
publicadas en fecha 28 y 29 de agosto de 1979). En el Dictamen de la
Comisión, según la versión original, el texto del artículo 82 aparecía
tal como resulto del Informe de la Ponencia, si bien en la corrección
de erratas publicada el 29 de agosto se indicaba una rectificación del
apartado 1, que, empero, no afectó en absoluto al apartado 2.

El Pleno del Senado debatió el Dictamen de la Comisión el 3 de
septiembre de 1979. De la unanimidad con la que la Cámara aprobó
el Dictamen de la Comisión da una idea el hecho de que el mismo
fuera aprobado por asentimiento por parte del Pleno. Por ende, no
hubo lugar a rectificación alguna en cuanto al artículo 82, aparta-
do 2, respecto a la supresión que había llevado a cabo en su momen-
to el Informe de la Ponencia. Es en el turno de intervenciones de los
miembros de la Comisión Constitucional encargados de defender el
Dictamen ante el Pleno donde podemos encontrar la razón de haber-
se suprimido el inciso que el Congreso había decidido introducir en
el precepto que comentamos. El Senador Villar Arregui justificó
expresamente la rectificación que se había operado de ese apartado 2
del artículo 82, suprimiendo la mención de los Abogados del Estado.

Por consiguiente, del mismo modo que en el Congreso la intro-
ducción de la referencia a los Abogados del Estado fue consciente y
reflexiva, también lo ha sido, y con iguales consciencia y reflexión, en
el Senado la supresión del mismo inciso. Recordando que el Dicta-
men de la Comisión se emite por unanimidad y que el Pleno de la
Cámara aprueba por asentimiento dicho Dictamen, así como las
explícitas palabras del Senador y Ponente señor Villar Arregui, del
Grupo de UCD, no puede quedar duda alguna de que el Senado
mostró un deseo explícito de introducir una enmienda concreta, en el
sentido del artículo 90.2 de la Constitución, al texto que había recibi-
do procedente del Congreso. Por consiguiente, éste debería haberse
pronunciado con la misma claridad y precisión sobre las enmiendas
del Senado con el fin de cumplir el trámite que el texto constitucional
exige.

Pues bien, lo que ocurre es que esta enmienda explícita introduci-
da por el Senado en el artículo 82.2 del proyecto de Ley, tal como fue
redactado por el Congreso, no aparece en la publicación oficial
correspondiente. Así, en el BOCG, S. de 3 de septiembre de 1979, se
publican las enmiendas aprobadas por el Senado al proyecto de Ley
Orgánica, en un texto comparado en doble columna conteniendo las
redacciones respectivas de Congreso y del Senado. Llegados al artícu-
lo 82, apartado 2, éste, de forma absolutamente inexplicable, se pre-
senta en blanco en la columna relativa al Senado, es decir, respetan-

165



Emilio Jiménez Aparicio

do integramente el texto mismo del Congreso, en el cual figuraba la
mención a los Abogados del Estado. En consecuencia, aparece única-
mente enmendado lo tocante al apartado 1 del artículo 82, mas no el
apartado 2, pese a la expresa y contundente manifestación de volun-
tad de la Cámara al respecto.

En una nueva publicación, aquí relativa al Congreso de los Dipu-
tados {BOCG, CG, de 13 de septiembre de 1979), en la que se repro-
duce el mensaje motivado que el Senado remite al Congreso junto
con las enmiendas introducidas por aquél, no se hace tampoco rese-
ña alguna de lo acaecido con el apartado 2 del artículo 82. Ni la expo-
sición del propio mensaje ni la relación puntual de enmiendas apro-
badas incluye referencia alguna al artículo 82, apartado 2, restando
únicamente la del apartado 1 del mismo artículo. A los efectos de
conocer la verdadera voluntad de la Cámara, que es lo que a la vali-
dez del procedimiento legislativo afecta, habrá de atenderse a la
reproducción exacta de las palabras pronunciadas contenida en el
Diario de Sesiones, unido ello a otras publicaciones previas en el
BOCG, por más que lo último aparecido en éste hubiera omitido
aquellos aspectos concretos sobre los que la Cámara expresamente
se pronunció y de los que queda constancia en el oportuno Diario de
Sesiones (es en éste, en efecto, donde se halla acreditada la auténtica
voluntad de la Cámara, mientras que en el Boletín Oficial de las Cor-
les, o de las Cortes Generales, únicamente habían de figurar los resul-
tados concretos de aquella voluntad que previa y literalmente consta-
se así en el Diario). Es aquí, por consiguiente, donde ha tenido lugar
la infracción del procedimiento legislativo, en cuanto el Senado intro-
dujo de forma evidente una expresa enmienda al texto remitido por el
Congreso que, sin embargo, no fue luego examinada por éste; por
ende, no pudo el mismo pronunciarse sobre la enmienda que inequí-
vocamente se había introducido, bien que a ese resultado se hubiera
llegado merced al propio tenor erróneo de los textos que, proceden-
tes del Senado, fueron remitidos al Congreso con la enumeración de
las enmiendas sedicentemente introducidas.

El debate en el Pleno del Congreso sobre las enmiendas previa-
mente aprobadas por el Senado tuvo lugar el 19 de septiembre de
1979. Llegado el momento de debatir la enmienda introducida al
artículo 82, únicamente lo fue respecto al apartado 1, que es el único
que conocía el Congreso oficialmente como enmendado por el Sena-
do. El resultado de la votación fue siguiente: votos emitidos, 260; a
favor, 244; en contra, siete; abstenciones, nueve. Es decir, el Congre-
so aceptó expresamente la enmienda introducida por el Senado al
apartado 1 del artículo 82, sin que se pronunciara en modo alguno,
ni a favor ni en contra, respecto de la enmienda auténticamente
introducida por el mismo Senado en el apartado 2 del propio artículo
82, pero no sometida a votación en el Congreso debido a la inexplica-
ble omisión sufrida en los textos que a dicha Cámara se remitieron
desde el Senado. De este modo, de las 139 enmiendas particulares
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que, procedentes de la Cámara Alta, llegaron al Congreso, éste delibe-
ró tan sólo sobre 138, de las cuales aceptó 127 y rechazó las 11 res-
tantes.

La falta de pronunciamiento expreso por el Congreso sobre la
enmienda introducida por el Senado al apartado 2 del artículo 82
produjo la consecuencia de que se mantuviera el texto que previa-
mente el mismo Congreso había explícitamente aprobado en su día.
De ahí que en la publicación del llamado Dictamen del Pleno produ-
cida en el BOCG, CD, de 5 de octubre de 1979 (coincidiendo, por
ende, con la publicación de la propia Ley en el BOE), el artículo 82
apartado 2, figurase redactado en los mismos términos que el Con-
greso había aprobado, es decir, sin modificación alguna respecto del
Senado, excepto en lo tocante a la propia distribución en un único
párrafo del apartado 2, ya que, según hemos visto, una vez introduci-
da la enmienda en el Congreso, el apartado 2 del artículo 82 se había
dividido en dos párrafos y así aparecía también incluso en el texto
comparado remitido por el Senado al Congreso —con lo cual se
producía una segunda modificación, ahora meramente formal, en la
medida en que el tenor de la enmienda introducida en su día por el
Congreso difería gramaticalmente del texto resultante de la publica-
ción final de la Ley—.

Llegados a este punto, lo primero que tendría que elucidarse es el
precepto que habría resultado infringido por la conducta de las
Cámaras. A estos efectos, recuérdese que, junto a la propia Constitu-
ción, los textos vigentes eran los Reglamentos Provisionales del Con-
greso y del Senado de 1977. Pues bien, los preceptos que podrían
haberse infringido serían dos: el artículo 90.2 de la Constitución y el
artículo 101 del Reglamento provisional del Congreso.

a) El artículo 90.2 de la Constitución prescribe que el correspon-
diente proyecto de Ley «no podrá ser sometido al Rey para sanción
sin que el Congreso... se pronuncie sobre las enmiendas (del Sena-
do), aceptándolas o no por mayoría simple». Como quiera que sobre
las enmiendas introducidas por el Senado en el artículo 82.2 no hubo
pronunciamiento alguno del Congreso, ni en sentido favorable ni
desfavorable a su aceptación, la Ley no podía haber sido sometida
válidamente a la sanción regia, so pena de infringir el artícu-
lo 90.2 de la Constitución, que obliga a ese pronunciamiento explícito
del Congreso anterior a la sanción de la Ley.

b) El artículo 101 del Reglamento provisional del Congreso de
1977 establecía que «los proyectos o proposiciones de Ley aprobados
por el Congreso en primera deliberación y devueltos por el Senado
serán examinados de nuevo por el Pleno del Congreso, el cual delibe-
rará solamente sobre las modificaciones aportadas por el Senado, y
sobre las enmiendas que, en relación con aquéllas, fuesen presenta-
das ante la Mesa del Congreso». Por lo tanto, se habría infringido
también este precepto reglamentario por virtud del cual, y siempre en
relación con el antedicho precepto constitucional, el Pleno del Con-
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greso debería haber deliberado sobre las modificaciones que el Sena-
do introdujo en el apartado 2 del artículo 82, lo cual, al no haber
acaecido, origina la infracción reglamentaria en cuestión.

A la hora de sopesar las consecuencias jurídicas que se derivarían
de las infracciones señaladas, habrían de tenerse presentes aspectos
diversos. Por un lado, no sería factible averiguar la auténtica voluntas
legislatoris, ya que si bien la intención del Congreso fue categórica al
introducir la reseña a los Abogados del Estado, no menos rotunda
fue la voluntad del Senado a la hora de su supresión, sin que, a nues-
tro juicio, quepa deducir gran cosa del índice de enmiendas del Sena-
do que fueron luego acogidas o rechazadas por el Congreso dada la
distinta entidad de unas y otras. Por otro lado, nos encontraríamos
prima facie con una Ley Orgánica que habría sido objeto de sanción,
promulgación y publicación infringiendo el tenor constitucional,
aunque por causas derivadas de actos antecedentes insertos en el
procedimiento parlamentario causal; podría, consecuentemente, pen-
sarse que la invalidez afectaría a la totalidad de la Ley y proyectaría
sus efectos sobre todos los procesos ante el Tribunal Constitucional
en los que el Abogado del Estado hubiese intervenido o debiera, en lo
sucesivo, intervenir, excluyendo los de amparo (dada la concreta cita
que se contiene al efecto en el artículo 52 de la Ley Orgánica). Sin
embargo, frente a ello han de oponerse consideraciones varias:

a) En primer término, debe traerse a colación el principio de
interpretación de las Leyes conforme a la Constitución, que el Tribu-
nal Constitucional ha proclamado reiteradamente; o, por mejor
decir, en palabras del mismo Tribunal, el principio de presunción de
legitimidad de las normas, «presunción (que es) tanto más enérgica
cuanto más directa es la conexión del órgano con la voluntad popu-
lar y llega por eso a su grado máximo en el caso del legislador, que lo
es, precisamente, por ser el representante de tal voluntad» (Sentencia
del Tribunal Constitucional, Pleno, 66/1985, de 23 de mayo). Esto es,
habrá que constatar expresa y formalmente que la Ley ha infringido
la norma suprema, constatación que ha de producirse precisamente
por uno de los métodos concretos de impugnación que el ordena-
miento tiene establecidos; parece obvio que mientras ello no se verifi-
que de manera formal la Ley desplegaría plena eficacia en cualquier
caso, como hasta el presente viene aconteciendo.

b) En segundo lugar, la trascendencia del vicio habría de ponde-
rarse adecuadamente, ya que sería del todo desproporcionado que
un simple inciso final relativo a un apartado de un único precepto
afectase con trascendencia invalidante a toda una Ley compuesta de
102 artículos, cinco disposiciones transitorias y dos disposiones adi-
cionales, máxime cuando, como a continuación se dirá, se trata de un
inciso de carácter no principal dentro de la Ley Orgánica, sin el cual
ésta no pierde sus íntegros, sentido y significación. La Ley, por lo tan-
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to, sólo podría ser tenida como parcialmente inconstitucional, según
regla general, tomando simplemente por no puesto el inciso sobre
cuya desaparición no hubo pronunciamiento explícito del Congreso y
respetando, en cambio, tanto los demás actos del procedimiento
legislativo cuanto el contenido restante de la Ley, ajenos en ambos
casos a la infracción. En tal sentido, no es ocioso recordar de nuevo
aquí la doctrina emanada del precitado Auto 120/1983, de 21 de mar-
zo, en torno a la afectación sólo parcial al procedimiento legislativo
de las causas de invalidez de éste.

c) El constitucional principio de seguridad jurídica debe ser tam-
bién contemplado en su justa medida. Desde luego la intangibilidad
de los procesos constitucionales ya fenecidos no habría de verse
menoscabada en forma alguna y, respecto a los en curso o futuros, el
precepto se mantendría incólume mientras no fuera expresamente
expulsado del tenor de la Ley. Pero, más aún, de producirse esta últi-
ma situación por virtud de Sentencia ad hoc del Tribunal Constitucio-
nal, entendemos que el resultado jurídico al que se llegaría sería el
mismo, a saber la representación y defensa de los así llamados órga-
nos ejecutivos del Estado continuaría estando atribuida a los Aboga-
dos del Estado, aunque, cierto es, sin el importante apoyo que un pre-
cepto sito en una Ley Orgánica siempre ha de proporcionar.

En efecto, ya el artículo 52.1 de la Ley Orgánica confiere al Aboga-
do del Estado la representación y defensa de «la Administración
Pública» en punto a los recursos de amparo en los que ésta tenga
interés; por lo tanto, allí donde exista igual interés de trascenden-
cia constitucional en el órgano representado y defendido, debería
permanecer también la oportuna atribución funcional al Abogado del
Estado.

Por otro lado, el artículo 80 de la misma Ley Orgánica remite, con
carácter supletorio, en materia de comparecencia en juicio a los pre-
ceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de la de Enjuiciamien-
to Civil. Pues bien, frente al silencio de esta última, la Ley Orgánica
del Poder Judicial 6/1985, de 1 de julio, en su artículo 447, apartado
1, establece que «la representación y defensa del Estado y de sus
Organismos Autónomos, salvo que, en cuanto a éstos, sus disposicio-
nes autoricen otra cosa, así como la de los Órganos Constitucionales,
corresponderán a los letrados integrados en los servicios jurídicos
del Estado, sin perjuicio de que, para casos determinados y de acuer-
do con lo que reglamentariamente se disponga, puedan ser encomen-
dadas a Abogado colegiado especialmente designado al efecto». Es
decir, la representación y defensa corresponden primariamente a los
Letrados integrados en los servicios Jurídicos del Estado y sólo por
vía reglamentaria cabría admilir, para casos concretos y no de forma
general, una designación ad hoc en pro de Abogados colegiados. Con
lo cual la Ley Orgánica del Poder Judicial también abunda en la solu-
ción de confiar a los Abogados del Estado, integrados como están en
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los Servicios Jurídicos del Estado, la misión que la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional también les atribuya.

Pero, más aún, en coincidencia con las previsiones de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, aunque formalmente en desarrollo de la dis-
posición adicional 9.a, 1.4 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medi-
das para la reforma de la Función Pública, se dictó el Real Decreto
849/1985, de 5 de junio, cuyo artículo 3.° apartado 1, señala que «los
puestos de trabajo de asistencia jurídica del Estado, tanto consultiva
como contenciosa, que se adscriben con carácter exclusivo al Cuerpo
Superior de Letrados del Estado —hoy nuevamente Cuerpo de
Abogados del Estado, tras la Ley 23/1988, de 28 de julio— son los
determinados en el anexo del presente Real Decreto»; yendo a este
anexo, se observa que en el epígrafe atinente al Ministerio de Justicia
se halla la reseña del Tribunal Constitucional, con un total de 10
Abogados del Estado. Junto a esta regla general, coincidente, pues,
con la que recogía el artículo 447.1 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial, el artículo 3.° del Real Decreto 849/1985 recoge también
otras dos reglas especiales: por un lado, la posibilidad de que, en un
asunto determinado, se designe a un Abogado en ejercicio para que
actúe en juicio en representación y defensa del Estado; y, por otro
lado, la eventual designación también de un Letrado de la localidad,
pero ya para casos más limitados, que no consistirían en la compare-
cencia en juicio de principio a fin, sino únicamente en la realización
de determinadas actuaciones singulares o en la sustitución del Abo-
gado del Estado por imposibilidad accidental de éste. Por lo tanto,
también estas reglas especiales vienen a coincidir con la que al afecto
recoge la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Junto al citado Real Decreto 849/1985, se promulga y publica en
iguales fechas el Real Decreto 850/1985, de 5 de junio, de organiza-
ción de los Servicios Jurídicos del Estado, el cual en su artículo 5.°
atribuye a la Subdirección General de los Servicios Contenciosos el
desempeño de las funciones que corresponden al Centro directivo en
cuanto se relacionan con «la asistencia a los Servicios Jurídicos del
Estado ante el Tribunal Constitucional y el Tribunal de Cuentas». Con
ello se efectúa una referencia indirecta al Servicio Jurídico del Esta-
do ante el Tribunal Constitucional, cuya regulación, empero, no se
contiene en este Real Decreto, pero tampoco es derogada expresa-
mente por él. Estos preceptos reglamentarios concretos referidos al
Servicio Jurídico del Estado ante el Tribunal Constitucional son los
contenidos en el Real Decreto 1425/1980, de 11 de julio, por el que se
crea la Abogacía del Estado ante el Tribunal Constitucional. Por más
que en el preámbulo de esta norma se aluda al artículo 82, número 2,
último inciso, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (y al
52.1 de la misma Ley), lo cierto es que este Reglamento en cuestión
no es en absoluto un Reglamento ejecutivo de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional y ello pretende dejarse claramente expuesto
a continuación en ese mismo preámbulo. Este Reglamento se dicta
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en el ejercicio de la potestad reglamentaria reconocida al Gobierno
en el artículo 97 de la Constitución, como facultad plena de. auto-
organización, ya que, en definitiva, de lo que se trata es de regular la
composición y régimen competencial de un órgano propio de la
Administración del Estado. Pero, a nuestro juicio, lo más característi-
co es que el Reglamento de 1980 coincide sólo a grandes rasgos con
el esquema de distribución funcional que posteriormente resultó en
la Ley Orgánica del Poder Judicial y en las normas reglamentarias
antes citadas. Así, confiere también primariamente la representación
y defensa de los órganos ejecutivos del Estado a la Abogacía del Esta-
do ante el Tribunal Constitucional, la cual contaría con los Abogados
del Estado que determinase la correspondiente plantilla (artículo 1.°).
Añade también que, junto a los Abogados del Estado destinados en la
propia Abogacía del Estado ante el Tribunal Constitucional, el Direc-
tor General de lo Contencioso, hoy del Servicio Jurídico del Estado,
podría avocar para sí la competencia para actuar en los casos en los
que el Gobierno lo acordase expresamente o en los que, por su pro-
pia iniciativa, así lo considerase dada la importancia o la índole del
asunto, pudiendo también el Director General en tales supuestos
designar uno o varios Abogados del Estado que a estos efectos le
asistirían (artículo 3.°.1). Igualmente, cabe en el Real Decreto 1425/
1980 que el Director General encomiende la representación y defensa
para un asunto determinado a un Abogado del Estado no adscrito a
la Abogacía del Estado ante Tribunal Constitucional (artículo 3.°.2).
Pero consiente también que «por modo excepcional» el Gobierno
pueda acordar que «un Abogado en ejercicio, especialmente designa-
do al efecto» actúe «por los órganos ejecutivos del Estado como Abo-
gado del Estado ad hoc en un procedimiento determinado de los
establecidos en el Capítulo II del Título II o en el Capítulo III del
Título IV de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional» (artículo
4.°. 1). Lo que aquí sucede es que las posibilidades de actuación son
más limitadas que las ofrecidas por el Real Decreto 849/1985, cuyo
tenor general abarcaría toda clase de procesos ante el Tribunal Cons-
titucional y no sólo los recursos dé inconstitucionalidad (Capítulo II
del Título II) o los conflictos entre órganos constitucionales del Esta-
do (Capítulo III del Título IV), que son los únicos supuestos a los que
se remite el Real Decreto 1425/1980, excluyendo, por lo tanto, los
procesos derivados del planteamiento de cuestiones de inconstitucio-
nalidad —Capítulo III del Título II de la Ley Orgánica—, los recursos
de amparo —Título III de la misma—, los conflictos constitucionales
entre el Estado y las Comunidades Autónomas —Capítulo II del Títu-
lo IV—, o los procesos relativos a la declaración del Tribunal sobre la
constitucionalidad de los tratados internacionales —Título VI — .

A nuestro juicio, esta posibilidad ofrecida por el Real Decre-
to 1425/1980 de que, siquiera limitadamente, se confiriesen a un
Abogado en ejercicio la representación y defensa de los órganos eje-
cutivos del Estado choca con el tenor especial de la Ley Orgánica del
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Tribunal Constitucional, tal y como ésta figura en el BOE, ya que los
términos concretos del artículo 82.2. inciso final, en concordancia
con el artículo 52.1, no dejan resquicio para esa atribución funcional
a terceros, que se incorporarían temporal y transitoriamente al ejerci-
cio de una inequívoca función pública. Adviértase que, en su redac-
ción publicada en el BOE, el artículo 82.2 no contiene excepción
alguna, como tampoco el artículo 52.1 (de ahí que el Real Decre-
to 1425/1980, excluya, entre otros, a los recursos de amparo, que son
los del artículo 52.1 de la Ley Orgánica); por otra parte, resulta inex-
plicada la posibilidad de actuación en unos tipos de procesos consti-
tucionales y no en otros, excluyendo siempre los de amparo. El Real
Decreto 1425/1980, realizó una extralimitación evidente respecto de
los claros y rotundos términos de la Ley Orgánica del Tribunal Cons-
titucional, lo que, en el momento en el que el Reglamento se dictó, no
tenía cobertura suficiente en norma alguna distinta de la propia Ley
Orgánica, cuyo carácter de Ley especial y precisos términos vedarían
el acudir a normas supletorias posteriores, léanse la Ley Orgánica del
Poder Judicial o los Reglamentos reseñados de 1985. Ahora bien, en
el caso de que llegara a declararse formalmente la inconstitucionali-
dad del inciso final del artículo 82.2 de la Ley Orgánica, podría enton-
ces sostenerse una solución parcialmente distinta. A saber, tratándo-
se del recurso de amparo, subsistiría la vigencia especial y el tenor
exclusivo y excluyente del artículo 52.1 de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Constitucional. Aquí, por lo tanto, no cabría en absoluto interven-
ción alguna de terceros no pertenecientes al Cuerpo de Abogados del
Estado, de forma que el artículo 4.°.1 del Real Decreto 1425/1980
continuaría su vigencia en este ámbito. Por el contrario, en los demás
tipos de procesos distintos del recurso de amparo, el principio de
especialidad del Real Decreto 1425/1980 habría perdido ya su cone-
xión con la Ley Orgánica y, por lo tanto, tendría que acudirse a las
normas posteriores de carácter fánto supletorio (así, la Ley Orgánica
del Poder Judicial), como de espectro general (Real Decreto 849/
1985), las cuales, como leges posteriores, habrían derogado a una lex
specialis previa carente del apoyo apropiado en la norma causal espe-
cial de rango superior. Por lo tanto, cabría aquí mantener que sería
siempre posible la designación de Abogado en ejercicio para cual-
quier tipo de procesos ante el Tribunal Constitucional y no sólo para
los que expresamente cita al artículo 4.°. 1, inciso final, del Real
Decreto 1425/1980.

En resumen, mientras el artículo 82.2, inciso final, de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional no sea expresamente declarado
inconstitucional, la representación y defensa de los órganos ejecuti-
vos del Estado correspondería exclusiva y excluyentemente a los
Abogados del Estado, debiendo tenerse por ilegal y, por ende, nulo de
pleno Derecho, el artículo 4.°.1 (y, por conexión necesaria, también el
apartado 2) del Real Decreto 1425/1980, de 11 de julio, en cuanto
permite atribuir a un Abogado en ejercicio aquellas representación y
defensa para determinadas clases de procesos.
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Por el contrario, en caso de tener lugar una expresa declaración
de inconstitucionalidad del inciso último del apartado 2 del artícu-
lo 81 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, la solución jurí-
dico material vendría hic el nunc dada por mor de la aplicación
supletoria de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por vía de las
vigentes normas reglamentarias sobre organización y funcionamien-
to de los Servicios Jurídicos del Estado, en los términos siguientes:

1. Recursos de amparo: asignación exclusiva y excluyeme a los
Abogados del Estado (artículo 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional).

2. Restantes procesos constitucionales:
2.1. Regla general: asignación preferente a los Abogados del

Estado integrados dentro del Servicio Jurídico del Estado ante el Tri-
bunal Constitucional (artículo 447.1 de la Ley Orgánica del Poder
Judicial y 3.°.1 del Real Decreto 849/1985).

2.2. Reglas especiales:
2.2.1. Intervención del Director General del Servicio Jurídico del

Estado (artículos 3.°.1 del Real Decreto 1425/1980, y 3.° del Regla-
mento Orgánico de 1943).

2.2.2. Intervención de Abogado del Estado no adscrito al Servicio
Jurídico ante el Tribunal Constitucional (artículo 3.°.2 del Real Decre-
to 1425/1980).

2.2.3. Intervención de Abogado colegiado (artículos 447.1 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial y 3.°.2 del Real Decreto 849/1985).

2.2.4. Intervención de Letrado de la localidad (Madrid) para
actuaciones determinadas o en casos de sustitución (artículos 447.1
de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 3.°.3 del Real Decreto 849/
1985).

2. La Ley Orgánica de estados de Alarma, Excepción y Sitio

A diferencia del supuesto anterior, la Ley Orgánica de estados de
Alarma, Excepción y Sitio, 4/1981, de 9 de junio, tuvo una tramita-
ción parlamentaria no sólo prolongada, aunque con altibajos, sino,
sobre todo, notablemente azarosa, a lo que no fue en absoluto ajena
la especial situación política del momento.

La futura Ley se publica, en efecto, por vez primera en el BOCG,
CD, de 21 de septiembre de 1979, pero no autónomamente, sino
inserta dentro de un global proyecto de Ley denominado de seguri-
dad ciudadana, formando dentro del mismo el Capítulo III: «Los
estados de Alarma, Excepción y Sitio» (artículos 18 a 51). Respecto a
este proyecto, nada se provee, empero, hasta más de un año después
de su presentación, de manera que con fecha 14 de octubre de 1980
es cuando se reúne la Ponencia encargada de su estudio en el seno
de la Comisión Constitucional del Congreso, publicándose su Infor-
me en el BOCG, CD, el posterior día 20 de octubre de 1980.

173



Emilio Jiménez Aparicio

A la vista de la heterogeneidad del proyecto y «dada la urgencia
(sic) de la regulación de las materias objeto» del mismo, la Ponencia
propuso que se tramitasen cuatro proyectos de Ley diferentes, deno-
minándose, respectivamente, Ley de Seguridad Ciudadana y Compe-
tencias Gubernativas (correspondiente a los Capítulos I y II del ini-
cial proyecto del Gobierno), Ley Orgánica de los estados de Alarma,
Excepción y Sitio (correspondiente al Capítulo III de aquél), Ley
Orgánica sobre los supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Cons-
titución (Capítulo IV del proyecto originario) y Ley Orgánica de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (Capítulo V del mismo proyecto);
igualmente, la Ponencia acordó, por un lado, que se enviase a la
Comisión de Interior lo que pretendía ser la Ley Orgánica de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad y, por otro, que se diese tramitación priorita-
ria en la Comisión Constitucional a la ahora Ley Orgánica sobre los
supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Constitución.

La Comisión Constitucional del Congreso emitió su Dictamen el
22 de octubre de 1980 (BOCG, CD, de 27 de octubre de 1980), acep-
tando íntegramente a estos efectos el previo Informe de la Ponencia
designada para estudiar el proyecto de Ley Orgánica (sic) sobre segu-
ridad ciudadana, la cual, por lo demás, continuó su tramitación inde-
pendiente, aunque ya como proyecto de Ley Orgánica, sobre los
supuestos previstos en el artículo 55.2 de la Constitución.

En lo que respecta al desgajado proyecto de Ley Orgánica de
estados de Alarma, Excepción y Sitio nada se acordó, sin embargo,
hasta meses después, en abril de 1981. Pero así como hasta ese ins-
tante la tramitación había quedado adormecida, a partir de ahora va
a experimentar una aceleración tal que en breve lapso de tiempo la
Ley Orgánica se verá ya reflejada en el BOE (lo que ocurrió en el de 5
de junio de 1981). Ha tenido que transcurrir más de año y medio
para que el proyecto legislativo se ponga realmente en marcha, pero
ya no se detendrá hasta su ultimación. El proyecto de Ley se tramitó
por el procedimiento de urgencia, tanto en el Congreso, como en el
Senado, llegándose incluso a alterar en éste el orden del día para per-
mitir su discusión por el Pleno de la Cámara.

Sin contar la aprobación última por el Congreso de las enmiendas
del Senado, en aquél la tramitación duró dieciocho días (del 6 al 23
de abril de 1981), mientras que en el Senado tan sólo ocho (del 7 al
14 de mayo), inviniéndose en el Pleno de éste poco más de cuatro
horas. En cambio, la recepción formal por el Senado se produjo
catorce días después del fin del debate en el Congreso, es decir, el
doble de tiempo que luego la Cámara dedicaría a la discusión del
proyecto.

Pues bien, en toda esta vertiginosa sucesión de actos parlamenta-
rios que tuvo lugar, a fuerza del mucho apresuramiento se produje-
ron diversos defectos en la tramitación, unos carentes de eficacia
sobre la Ley resultante, pero otros con indudable trascendencia,
habiéndose llegado incluso a la omisión de todo un trámite que
entonces era inexcusable en el seno del procedimiento legislativo.
A ello nos referiremos a continuación, no deteniéndonos, empero, en

174



Las infracciones del procedimiento legislativo

otros aspectos que podrían resultar menos relevantes como, por

3jemplo, la variación acaecida en el orden del día del Pleno del Sena-
o (fenómeno que, en cambio, indica cuál era el grado de interés en

concluir el procedimiento), o la asunción por la Mesa del Senado de
determinada competencia del Pleno de la Cámara o, en fin, la errata
producida en el artículo 3.°, apartado 2, al publicarse la Ley en el
BOE, errata que cambia el sentido de la expresión legal, pero que no
fue en su momento corregida y resulta ya, a nuestro juicio, solamente
subsanable por mor de un nuevo texto legal ad hoc y no por otros
medios.

En primer término, parece inexplicable que habiéndose produci-
do una tramitación acelerada en el Congreso, preludio de la que tuvo
después lugar en el Senado, hubiera una tardanza tan notoria en la
remisión del texto desde aquél hasta éste. Con esa dilación, inadmisi-
ble en general y más aún ante una tramitación por el procedimiento
de urgencia, no sólo se creó una contradicción dentro del mismo
procedimiento, sino que también se violentó un precepto constitucio-
nal que, si bien no impone un plazo determinado para el envío de los
proyectos legislativos desde una Cámara a la otra, sí exige en cual-
quier caso que no haya demora injustificada alguna. Se trata del
artículo 90.1 de la Constitución, que, al exigir una dación de cuenta
«inmediata», parece excluir todo género de retrasos que carezcan de
una adecuada y razonable justificación, puesto que, ad absurdum,
resulta impensable la retención indefinida por parte del Congreso de
un texto ya aprobado si no es provocando un conflicto constitucional
entre ambas Cámaras (reclamando el Senado el conocimiento del
texto aprobado por el Congreso que éste no le remitió de forma
inmediata).

El retraso en el envío fue manifiesto, resultando además despro-
porcionado en relación tanto a la duración general de la tramitación
del propio proyecto, como a la que en particular tuvo el mismo en el
Senado. No obstante, comoquiera que el imperativo constitucional
no contiene plazo expreso, cabría admitir, en aras de una necesaria
flexibilidad hermenéutica, que la desatención del Congreso respecto
a la prescripción constitucional no supuso la invalidez de la Ley, ya
que el Senado tuvo, en definitiva, ocasión de pronunciarse sobre el
texto del proyecto y no hubo más que una simple mora que, sin
embargo, no impidió el posterior cumplimiento de la función consti-
tucional en forma específica (parafraseando el mundo jurídico obli-
gacional ínter privatos). En suma, aunque no puede haber disponibili-
dad absoluta en la configuración del plazo para la remisión desde
una Cámara a la otra, sí habrá de contemplarse el fenómeno con la
suficiente flexibilidad en atención a lo que las circunstancias requie-
ran, ponderándose éstas adecuadamente, no pudiendo desconocerse
que en el caso que nos ocupa se estuvo cerca del límite admisible
para que una remisión tardía no se convirtiese en un incumplimiento
definitivo del precepto constitucional.

Mayor importancia ha de darse, en segundo lugar, a otro evento,
constitutivo ya de una infracción procedimental de relieve, producido
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en el Senado; fue ello el obviar un trámite entonces imprescindible
dentro del procedimiento legislativo, lo cual pudiera afectar al resul-
tado final del mismo. Nos referimos al Informe de la Ponencia.
Como es sabido, en el vigente Reglamento del Senado de 1982 la
existencia, en el seno de las correspondientes Comisiones, de una
Ponencia encargada de emitir su Informe sobre el proyecto o propo-
sición de Ley es meramente potestativa y así se indica en el artícu-
lo 110 («Cuando el texto legislativo sea recibido por la Comisión com-
petente, ésta podrá designar de entre sus miembros una Ponencia
encargada de emitir el informe sobre el proyecto o proposición de
Ley de que se trate»). Con ello se trata, sin duda, de aprovechar mejor
el plazo constitucional de examen y formulación de enmiendas por la
Cámara, desplazando hacia la Comisión el peso de los debates, de
manera que la labor preparatoria que fuera a realizar la Ponencia se
sustituiría por la discusión directa y más fructífera en el seno de la
Comisión.

Pero este sistema de Ponencia senatorial potestativa no existía en
el precedente Reglamento de 1977, en el cual no había imperativo
temporal paralelo al que luego estableció el artículo 90 de la Consti-
tución. En el Reglamento provisional de 1977 el procedimiento legis-
lativo del Senado repetía el sistema de las tres lecturas del Congreso,
de manera que el Pleno de la Cámara se pronunciaba sobre un texto
que previamente había sido objeto de deliberación y votación por
parte de la correspondiente Comisión, la cual dictaminaba, a su vez,
sobre el Informe que antes había sido elaborado por una determina-
da Ponencia. Tan sólo en caso de tramitación por el procedimiento
abreviado que suponía la aprobación directa por el propio Pleno al
pronunciarse sobre el texto remitido por el Congreso (artícu-
lo 87.2.c) del Reglamento de 1977), quedaba excepcionado este pro-
cedimiento general e igualmente, claró está, en caso de devolución
del texto al Congreso (artículo 87.2.a) del mismo Reglamento). /Pero
en todos los demás supuestos en los que la tramitación continuaba
más allá del umbral liminar del primer pronunciamiento del Senado,
resultaba absolutamente imprescindible que una Ponencia ad hoc
examinara el texto procedente del Congreso y emitiera sobre él un
Informe que, a su vez, sirviera de base para los posteriores debates
en la Cámara.

El artículo 89 del Reglamento de 1977 no ofrecía lugar a dudas
acerca de la obligatoriedad de contar con el correspondiente Informe
de la Ponencia: «Recibido el texto por la Comisión, ésta designará, de
entre sus miembros, una Ponencia encargada de emitir el Informe
sobre el Proyecto o Proposición de ley de que se trate.» Este tenor
imperativo («designará») contrasta inequívocamente con el meramen-
te potestativo del paralelo artículo 110 del Reglamento de 1982
(«podrá designar») y demuestra, por lo tanto, que la alteración respec-
to al precedente tuvo una finalidad manifiesta de convenir en jurídi-
camente lícita la alternativa entre constituir o no una Ponencia, lo
que no era admisible bajo el imperio del Reglamento provisional de
1977, dentro del cual las Ponencias eran de constitución obligada y
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sus trabajos, los Informes respectivos, eran elementos imprescindi-
bles de formalización de la actividad parlamentaria (véanse, por
ejemplo, los artículos 90, 91 ó 92 del mismo Reglamento).

Pues bien, en el caso que nos ocupa la acelerada tramitación
impuesta en el Senado al proyecto de Ley Orgánica impidió la debida
acreditación fehaciente del Informe de la Ponencia, el cual no fue
publicado en el BOCG. Esta patente ausencia de publicación supone
en sí misma una infracción del artículo 149 del Reglamento provisio-
nal de 1977, pero, a nuestro juicio, no habría de generar eo ipso la
nulidad radical de la Ley, ya que, en todo caso, lo esencial no sería el
aspecto formal o externo de la publicación del Informe, sino los deci-
sivos de si hubo designación de Ponencia, si ésta se reunió y deliberó,
siquiera mínimamente, y si, en fin, existe algún otro medio de prueba
que acredite el cumplimiento de un trámite procedimental impres-
cindible —dada la inexistencia de publicación oficial del Informe—.
En suma, una cosa sería la falta de publicación del Informe de la
Ponencia y otra bien distinta que ésta no se hubiese reunido o que,
habiéndolo hecho, no hubiera generado Informe alguno; en estos
supuestos ya sería lícito pensar en una auténtica omisión total de
actividad parlamentaria en punto a un trámite, como sabemos, de
obligada observancia, lo cual habría impedido el adecuado conoci-
miento y debate por la Cámara del proyecto de Ley. En tal sentido, de
la Ponencia que hipotéticamente actuó no han quedado más que
meros vestigios o simples indicaciones ex post fado, todo lo cual no
puede prevalecer frente a la ausencia absoluta de texto escrito del
Informe y frente a la evidencia de testimonios y datos que revelan de
modo inequívoco que los Senadores, incluyendo a algún miembro de
la Mesa de la Cámara y aun también a alguno de los supuestos
Ponentes, no pudieron conocer adecuadamente ni siquiera el tenor
del proyecto aprobado por el Congreso, de lo que se seguiría la nuli-
dad radical de la Ley por vicio de procedimiento consistente en la
ausencia en sí del propio trámite.

A estos efectos, recordemos, en primer lugar, que el plazo de
enmiendas concluyó el martes, 12 de mayor de 1981. El siguiente
día, 13, miércoles, se ordena la publicación de las enmiendas en el
BOCG por virtud de un acuerdo de igual fecha, teniendo esa publica-
ción lugar el mismo día 13 de mayo. El propio día 13 la Comisión de
Constitución del Senado emitió su Dictamen, el cual, siempre con
idéntica fecha, se ordena publicar por nuevo acuerdo ad hoc, y así
vuelve a acontecer formalmente. Por consiguiente, dentro de esta
común jornada de 13 de mayo de 1981 hubo de tener lugar la desig-
nación de la Ponencia por la Comisión, la reunión de aquélla, su deli-
beración, siquiera breve, y la redacción final de un texto que supusie-
se un Informe auténtico, el cual, empero, no aparece por ningún
lado. En nuestra opinión, resulta escasamente verosímil que en reali-
dad se hubiese reunido de forma expresa una Ponencia, que ésta
hubiera decidido lo pertinente y que, por último, se hubiera redacta-
do un determinado Informe —inexistente a todas luces—, todo ello
en el mismo día en que, por un lado, se publicaron las enmiendas al
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articulado y, por otro, la Comisión debatió y dictaminó el texto en su
integridad, dado que el Pleno de la Cámara se había convocado para
el siguiente día, 14, jueves. Adviértase, por ejemplo, que de las 26
enmiendas presentadas, se mantuvieron luego como votos particula-
res al Dictamen de la Comisión, para su ulterior defensa ante el Ple-
no, 19, más otras dos enmiendas presentadas in voce en éste y dos
más que pretendían retornar al texto remitido por el Congreso de los
Diputados.

En segundo término, no parece que los Senadores hubieran teni-
do en ningún momento posterior ocasión adecuada de conocer los
textos respectivos que se sometían a su consideración. Se infringió
así el artículo 92 del Reglamento, en virtud del cual «5 días antes
como mínimo de la reunión de la Comisión, el Informe de la Ponen-
cia quedará a disposición de los Senadores en la Secretaría del Sena-
do. Asimismo, se remitirá a los miembros de la Comisión y a los Por-
tavoces de los Grupos Parlamentarios el informe de la Ponencia y
copia de las enmiendas y observaciones presentadas». Cierto es que,
estando ante un procedimiento de urgencia, los plazos quedaban
reducidos a la mitad (ex artículo 100 del Reglamento), y que, incluso,
cabía una reducción aún mayor por acuerdo del Presidente, oída la
Junta de Portavoces (según el inciso final de este mismo artículo
.100). Sin embargo, no existió tal acuerdo expreso de modificación
del plazo de examen del Informe de la Ponencia por parte de los
Senadores y, en consecuencia, el lapso brevísimo entre uno y otro
trámites procedimentales, acaecidos el mismo día, hubo de resultar
contrario al Reglamento. La finalidad del precepto reglamentario no
era sino permitir que los Senadores tuvieran posibilidad adecuada de
conocer el Informe de la Ponencia para luego pronunciarse sobre él
y es patente que ni de iure ni de jacto hubo tal conocimiento previo.
Si alguna noticia se tuvo, no fue, desde luego, de un Informe que
nunca existió, con lo cual la finalidad misma del precepto no puede
entenderse cumplida, máxime cuando, a fortiori, se formularon
expresas quejas de desconocimiento —aunque las mismas no se arti-
culasen luego formalmente en una impugnación—: algún Senador
señaló que de este proyecto de Ley, cuarenta y ocho horas antes no
sabían nada ni conocían el texto ni habían podido trabajarlo; otro
Senador —¡se trataba de uno de los mismos Ponentes!— pidió en
otro momento que se le aclarase cómo estaban los votos reservados
respecto a un artículo, ya que no había podido enterarse. En estas
condiciones no resulta aventurado indicar que no ya sólo la letra sino
también la finalidad del precepto quedaron incumplidas por mor de
la conducta de la Cámara, sin que quepa acudir a las virtudes conva-
lidantes tácitas derivadas de la discusión por el propio Pleno de la
misma, las cuales serían admisibles en cualquier otro caso en que no
se hubiera dado previamente un cúmulo tal de circunstancias que
demuestran que lo acaecido no fue producto del azar sino de una
deliberada y consciente eliminación del trámite, reflejo postrero de
una muy desafortunada tramitación parlamentaria general del pro-
yecto de Ley, razón por la cual, y sin olvidar las especiales circunstan-
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cias de la época, consideramos que la omisión íntegra del trámite del
Informe de la Ponencia del Senado supone una violación sustancial
de las reglas del procedimiento legislativo y genera la invalidez de la
Ley Orgánica resultante.

3. La Ley del Fondo de Compensación Interterritorial

El tercero de los ejemplos de infracción de las normas de procedi-
miento legislativo que vamos a examinar nos lo ofrece la Ley 7/1984,
de 31 de marzo, del Fondo de Compensación Interterritorial (en ade-
lante, FCI). La irregularidad consistió aquí en haberse seguido el pro-
cedimiento de elaboración de las Leyes, siendo así que nos encontra-
mos verdaderamente ante un acto no legislativo de las Cámaras, y,
más aún, en haberse utilizado un procedimiento legislativo absoluta-
mente atípico, ya que frente a la regla general de que los proyectos
legislativos sean en primer lugar objeto de examen y aprobación por
el Congreso, para, sólo en segundo lugar, pasar al Senado posterior-
mente en los términos previstos en el artículo 90 de la Constitución,
la Ley del FCI siguió una tramitación inversa, es decir, el proyecto de
Ley fue primeramente aprobado por el Senado, quien lo trasladó des-
pués al Congreso, quedando así concluido el procedimiento en sede
parlamentaria. En nuestra opinión este planteamiento, que, por lo
demás, conduce a insolubles problemas procedimentales y de rela-
ción entre ambas Cámaras, está asentado sobre una inadecuada
interpretación del artículo 74.2 del texto constitucional, en la medida
en que las «decisiones» que en tal precepto se contienen no son ni
pueden ser asimiladas a Leyes formales, sino que se trata de actos no
legislativos de las Cortes Generales. Al legislar sobre el FCI del modo
que se hizo en la Ley 7/1984, las Cortes Generales se extralimitaron
de su función legislativa, en cuanto confirieron forma y rango nor-
mativo de Ley a una materia sobre la cual la Constitución había
determinado una regulación diferente. Al sostener esto, somos cons-
cientes de la existencia de una unánime opinión doctrinal en contra,
habiendo incluso pronunciamientos del Tribunal Constitucional
sobre la propia Ley 7/1984. Pese a todo, intentaremos expresar las
razones en que se apoya nuestra argumentación. Para ello, tras anali-
zar los antecedentes y la tramitación parlamentaria de la Ley del FCI,
expondremos las líneas doctrinales en que se pretende fundamentar
esa manera de proceder, así como las críticas de que, en nuestra opi-
nión, ello es susceptible, concluyendo con una reseña de la jurispru-
dencia del Tribunal Constitucional al respecto.

Es sabido que la vigente Ley del FCI es directa heredera de una
plural serie de fenómenos de índole jurídica y política entre los que
deben contarse, por un lado, la Ley Orgánica de Financiación de las
Comunidades Autónomas 8/1980, de 22 de septiembre —incluyendo
determinados actos derivados de la misma—, y, por otro, el «Informe
de la Comisión de Expertos sobre Financiación de las Comunidades
Autónomas», encontrando luego su asentamiento en las correspon-
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dientes Leyes de Presupuestos Generales del Estado en las que se fija
la cuantía del propio Fondo. En particular, en este Informe —que es
ya el antecedente más próximo de la actual regulación del FCI, en la
medida en que éste responde a lo que tal Informe ya establecía— se

fmrte de la necesidad de elaborar una Ley del Fondo, en armonía con
a reserva de Ley ordinaria contenida en el inciso final del artículo
16.1 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autóno-
mas, Ley en la que se habrían de contemplar, además de los criterios
para la distribución del FCI, el tipo y cuantía de las inversiones que
se redistribuyan, el sistema de selección de proyectos y las formas de
control pertinentes. Por lo demás, nótese que aunque en el Informe
de la Comisión de Expertos se reclamaba urgencia en la elaboración
de la Ley del Fondo, el correspondiente proyecto de Ley sólo conclu-
yó su tramitación una vez que fue presentado por segunda vez, tras la
disolución de las Cortes Generales acaecida en 1982. En el ínterin,
los criterios ofrecidos por el Acuerdo 2/1981 del Consejo de Política
Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, más las corres-
pondientes inclusiones en las respectivas Leyes de Presupuestos
Generales del Estado vinieron a cubrir el acto distributivo de las Cor-
tes Generales, plasmado luego —indebidamente, a nuestro juicio—
en la Ley 7/1984, de 31 de marzo.

El proyecto de Ley del Fondo se recibió inicialmente en el Senado
el 6 de noviembre de 1981. Al mismo se presentaron 84 enmiendas,
de las que 4 lo fueron a la totalidad. Constituida la Ponencia, ésta
emitió su Informe el 16 de febrero de 1982, el cual, con toda minu-
ciosidad, fue exponiendo el rechazo a cada una de las enmiendas
presentadas. El Dictamen de la Comisión de Presupuestos del Sena-
do se firmó el 18 de febrero de 1982, aceptando como tal «el texto
remitido por el Gobierno». Finalmente, el Pleno de la Cámara, en
Sesión de los días 2, 3 y 4 de marzo de 1982, aprobó el proyecto de
Ley sin introducir variación alguna.

El proyecto pasó así al Congreso de los Diputados, publicándose
en el Boletín de la Cámara de fecha 17 de abril de 1982. Se presenta-
ron al efecto 96 enmiendas, de las cuales 9 lo fueron de totalidad. En
ese instante procedimental concluyó la tramitación, no pudiendo
proseguirse la misma debido a la disolución de las Cortes Generales
y a la convocatoria de elecciones generales. Ninguna de las enmien-
das presentadas, ni en el Senado ni en el Congreso aludió a la natura-
leza, legislativa o no, del procedimiento.

Ahora bien, lejos de llevarse a cabo rectificación alguna, advenida
que fue la nueva Legislatura, se volvió a presentar por el Gobierno en
el Senado el mismo proyecto de Ley del FCI, si bien acompañado
esta vez de una exposición de motivos; en lo demás, el texto normati-
vo era sustancialmente idéntico y tan sólo hubo ciertas variaciones
en punto al contenido de la memoria explicativa correspondiente,
incluyendo algún curioso anacronismo. El proyecto de Ley se presen-
tó, pues, en el Senado el 11 de junio de 1983. Al mismo se formula-
ron en total 67 enmiendas; de ellas, 3 lo fueron de totalidad. Lo más
característico, por lo demás, fue que, pese al pregonado pacto que
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había inspirado la redacción del proyecto de Ley, el Grupo Socialista
del Senado presentó 3 enmiendas, las números 24 a 26, a los artícu-
los 5.Id), 7.1 y 10, respectivamente.

La Ponencia emitió su Informe el 4 de octubre de 1983, modifi-
cando el texto en no pocos aspectos. La Comisión Mixta de Autono-
mías y Organización y Administración Territorial y de Presupuestos
dictaminó el proyecto de Ley con fecha 25 de octubre de 1983, intro-
duciendo también significativas variaciones, y el Pleno de la Cámara
aprobó tal Dictamen en Sesión de 9 de noviembre siguiente.

Remitido el texto al Congreso, se presentaron 60 enmiendas en
total; de ellas, 4 lo fueron a la totalidad. El Informe de la Ponencia se
limitó a señalar lacónicamente que los ponentes «del Grupo Parla-
mentario Socialista manifestaron que vistas las características del
proyecto de Ley y su origen, no aceptaban ninguna de las enmiendas
presentadas». La Comisión de Presupuestos del Congreso emitió su
Dictamen el 1 de marzo de 1984, de conformidad con el texto del
proyecto, sin introducir variación alguna en él, y el Pleno de la Cáma-
ra, en Sesión de 8 de marzo siguiente, aprobó el Dictamen de la
Comisión, también sin variación alguna.

La Ley se publicó finalmente en el BOE de 3 de abril de 1984.
Presentaba no pocas modificaciones respecto del proyecto inicial,
acaecidas todas durante su tramitación en el Senado.

La Ley del Fondo supone un intento normativo distribuidor con
características de generalidad, aunque con duración temporal limita-
da, fundamentado también en su debida coordinación con las previ-
siones anuales de las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.
Ahora bien, en la medida en que se utilizó un vehículo legislativo
para tal distribución y, más aún, como quiera que se siguió incluso el
procedimiento insólito de comenzar la tramitación de un «proyecto
de Ley» por el Senado, el mismo resulta viciado de inconstitucionali-
dad en su totalidad y, en todo caso, en lo tocante a los artículos 2.°
(«Cuantía del Fondo»), 3.° («Base del cálculo»), 4.° («Criterios de dis-
tribución»), 5.° («Definición de las variables»), 6.° («Destino del Fon-
do»), 7.° («Determinación de los proyectos de inversión»), 12 («Rema-
nentes») y 13 («Proyectos conjuntos»), así como a las Disposiciones
Transitorias y las Disposiciones Adicionales, en la medida en que se
trata de preceptos que, directa o mediatamente, implican el ejercicio
de la potestad distributiva a que se refiere el artículo 158.2 de la
Constitución, potestad que, en nuestra opinión, no es ni puede ser de
índole legislativa. El mismo pronunciamiento material o sustantivo
de las Cortes Generales, con igual contenido, pero no revestido de
forma de Ley, podría haber sido, en su caso, adecuado al tenor de la
Constitución, mas no el que se siguió, toda vez que el texto constitu-
cional distingue, como veremos, los actos legislativos de los no legis-
lativos de las Cámaras e impide, que, confundiendo unos con otros,
se atribuya, so pretexto de un plus de juridicidad respecto a los no
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legislativos, la tramitación e investidura formales reservadas a las
Leyes a los actos que son ajenos al ejercicio de la potestad legislativa.

Dicho lo anterior, parece llegado el momento de referirse a las
numerosas opiniones doctrinales que se han vertido, desde distintos
puntos de vista, acerca del FCI. Dejando a salvo contadas excepcio-
nes, los autores, al examinar el artículo 74.2 de la Constitución, sue-
len dar por supuesto, de forma apriorística, que se trata de verdade-
ros fenómenos de índole legislativa, hasta el punto de haber coinci-
dencia doctrinal plena en lo que atañe al FCI, en el sentido de que
éste debe ser siempre objeto de aprobación por una Ley formal,
mientras que sólo en los otros dos casos del mismo precepto consti-
tucional —prestación del consentimiento del Estado para obligarse
por medio de tratados internacionales y acuerdos de cooperación
entre Comunidades Autónomas—, hay más variedad de opiniones.
Sin embargo, las razones dadas no resultan, en nuestra opinión, con-
vincentes.

En primer término, porque la posibilidad de control de los actos
emanados de las Cámaras es cierta y efectiva, cualquiera que sea la
naturaleza, legislativa o no, de tales actos, pudiendo traerse aquí de
nuevo a colación toda la doctrina del Tribunal Constitucional que ya
hemos recogido en el apartado II.2 precedente. En segundo lugar,
porque no parece que la atribución de eficacia jurídica erga omnes a
un acto parlamentario pueda caber únicamente cuando tal acto revis-
te forma de Ley y no de otro modo, máxime cuando es la propia
Constitución la que confiere a las Cortes Generales no sólo el ejerci-
cio de la potestad legislativa del Estado, sino también otra plural serie
de competencias (artículo 66.2) y, por lo tanto, es ella igualmente
quien establece la imperatividad que, en su caso, ha de corresponder
al acto respectivo. Por consiguiente, las infracciones de lo querido y
previsto en tales actos implicarán una infracción del mismo texto
constitucional, en la medida en que es de éste de quien emana el
mandato correlativo. Por otro lado, ni cabe dejar de distinguir los
diferentes hitos que se aprecian en el seno de los procedimientos
autorizatorios del artículo 74.2 ni se puede tampoco argumentar a
partir del carácter legislativo de la Ley del FCI —pues es esta sedicen-
te naturaleza legislativa la que ha de ser objeto de justificación bas-
tante—. Finalmente, recuérdese que las Comunidades Autónomas no
pueden autoasignarse por vía convencional competencias que sus
propios Estatutos no les hubieran conferido —a reserva de la ulterior
ratificación por la Ley correspondiente—, porque, de hacerlo, esta-
rían modificando estos mismos Estatutos por un método no previsto
en ellos, olvidando, además, que en la Constitución existe un precep-
to ad hoc para esta suerte de ampliación competencial, el artícu-
lo 150.2.

A nuestro juicio, debe partirse con carácter general de la plurali-
dad jurídica que presentan los actos parlamentarios, en los que, junto
a los prototípicos de índole legislativa, existen otros de naturaleza no
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legislativa, entre los cuales se sitúan, junto a otros varios, los de auto-
rización que las Cortes deban otorgan a textos de contenido normati-
vo, no elaborados por ellas, para que puedan producir plenos efectos
jurídicos. Dentro de este grupo de actos no legislativos deben encua-
drarse todos los supuestos del artículo 74.2 de la Constitución y no
sólo los derivados del artículo 94.1, ya que la essentia iuris del acto
autorizatorio {ex ante, no aprobatorio ex post), es análoga en los tres
casos, en la medida en que se trata de una interposición singular de
la voluntad de las Cortes Generales, como representantes que son del
pueblo español, integrándose esa voluntad como requisito de validez
jurídica del acto autorizado, con miras a llevar así a cabo una labor
de conocimiento y, sobre todo, de control del mismo, sea ante una
manifestación características del ejercicio del poder exterior del Esta-
do, como es el treaty making power (artículo 94.1), sea ante ciertas
consecuencias reflejas del carácter compuesto del Estado, cuales son
los acuerdos de cooperación entre Comunidades Autónomas y la dis-
tribución entre ellas —y las provincias, en su caso— de un fondo eco-
nómico equilibrador. En todos estos supuestos la intervención de las
Cortes Generales tiene una eficacia puntual o concreta, fruto de la
presencia de un singular acto que exija para su perfección jurídica de
la previa autorización parlamentaria, no siendo admisible una mani-
festación de voluntad genérica o abstracta hacia una pluralidad inde-
terminada o desconocida de actos, aunque, desde luego, tampoco se
impida que la autorización tenga una virtualidad temporal mayor o
menor. Este carácter singularizado del acto de autorización, dirigido
a integrar un procedimiento complejo de actuación mixta de órganos
extraparlamentarios, debe ser el primer elemento que nos guíe, desde
un punto de vista teleológico, hacia una recta interpretación del senti-
do y finalidad de la intervención de las Cortes Generales ex artículo
74.2 de la Constitución. Quizás en lo tocante al FCI la conducta de
las Cámaras pudiera tener algún factor más de actividad, en cuanto
no se trataría simplemente de autorizar, esto es consentir o convenir
en algo elaborado previamente por un tercero, sino que podría per-
fectamente tratarse de que las Cámaras generasen de forma directa
el acto distributivo correspondiente; téngase presente que mientras
en los artículos 94.1 y 145.2 se habla de «previa autorización» (para
prestar el consentimiento del Estado para obligarse mediante trata-
dos internacionales) y de «autorización» (para la celebración de
acuerdos de cooperación entre Comunidades Autónomas), respecti-
vamente, el artículo 158.2 habla, de forma más directa, de los recur-
sos que «serán distribuidos por las Cortes Generales entre las Comu-
nidades Autónomas y provincias, en su caso», es decir parece atribuir
a las Cortes Generales un papel activo consistente en ser ellas las que
definan la distribución del Fondo previamente dotado y no el papel
pasivo derivado de la simple autorización de una propuesta distribu-
tiva que un tercero le presentare, siquiera tampoco se excluye esta
segunda alternativa, dado que lo esencial sería siempre contar con la
voluntad expresa de las Cámaras favorable a la propuesta de distribu-

183



Emilio Jiménez Aparicio

ción oportuna, de modo que la decisiva participación que las Cortes
Generales tendrían en tal evento no impediría considerar que las pro-
pias Cámaras habrían también «distribuido» los recursos, toda vez
que sin su participación el reparto no sería jurídicamente viable.

En suma, por encima de la terminología utilizada por el artículo
74.2 de la Constitución, las «decisiones» de las Cortes Generales que
en el mismo se contienen, ora con carácter de autorizaciones estric-
tas ora como auténtico acto decisorio o definitorio en sí, cobran ple-
na eficacia jurídica por mor de una directa atribución de la Constitu-
ción, sin necesidad para ello de tener tales actos que revestir la forma
de Ley ni ninguna otra especial. En definitiva, análogamente ocurre
con todos los demás supuestos de actos no legislativos del Parlamen-
to, desde los normativos estrictos, como los Reglamentos de las
Cámaras o el Estatuto del Personal de las Cortes Generales, hasta los
consistentes en designaciones de personas para determinados cargos
o en ciertas actuaciones aisladas de una sola de las Cámaras. A nues-
tro juicio, no se trata de que las Cortes Generales no puedan legislar
acerca de aspectos atinentes al FCI, puesto que, como titulares que
son de la potestad legislativa, no precisarían de ningún otro título
jurídico específico (Sentencia del Tribunal Constitucional, Pleno, 76/
1983, de 5 de agosto). Lo que, en cambio, las Cortes Generales no
pueden hacer respecto a dicho FCI es cabalmente aprobar una Ley
de «distribución» del mismo entre las Comunidades Autónomas y las
provincias, en su caso, ya que esta tarca distributiva, de división o
reparto queda explícitamente excluida de los objetos materiales de
índole legislativa, reservándose formalmente a aquellos actos de las
Cámaras que no revisten carácter de Ley. No por ello el acto parla-
mentario de distribución quedaría privado de eficacia externa, ya que
es la propia Constitución la que se lo otorga, al exigir como requisito
de validez del mismo que las Cortes Generales tengan una interven-
ción divisoria ad hoc, del mismo modo, por ejemplo, que las autoriza-
ciones de las Cortes Generales para prestar el consentimiento del
Estado para obligarse mediante tratados internacionales no son en
nuestro Derecho objeto de aprobación por Ley alguna, excepto en los
supuestos del artículo 93 de la Constitución; lo que, por otro lado,
demuestra que a menos que un precepto terminanle así lo exija
—aquí, el citado artículo 93—, el acto de autorización de las Cortes
Generales no tiene naturaleza legislativa. Pero hay también otros ar-
gumentos que abonan esta tesis.

En efecto, los antecedentes de elaboración parlamentaria tanto
del artículo 74.2 como del artículo 158.2 de la Constitución no ofre-
cen prima facie por sí solos una solución decisiva acerca del carácter
no legislativo de los actos correspondientes. Pero si se analizan aten-
tamente otros varios preceptos así de la Constitución como de los
Reglamentos parlamentarios, la conclusión debe ser inequívoca. El
artículo 74.2 de la norma constitucional se halla dentro del Capítulo
Primero del Título III, bajo la rúbrica genérica «De las Cámaras» y
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fuera, por lo tanto, del Capítulo Segundo, relativo a «la elaboración
de las Leyes». Sin duda una alteración tan significativa como la que
se pretendía para el procedimiento legislativo —a saber, invertir el
orden constitucional de actuación de las Cámaras— habría de exigir
una inclusión ad hoc en el Capítulo correspondiente, so pena de incu-
rrirse en grave defecto de sistemática, dado que dentro del Capítulo
Segundo no existe ningún otro precepto que hipotéticamente pudiera
referirse al procedimiento legislativo en sentido estricto. Paralela-
mente, queda también fuera de este mismo Capítulo Segundo sobre
elaboración de las Leyes lo tocante a los tratados internacionales, que
da lugar a un Capítulo diferenciado, el Tercero, dentro del mismo
Título. La solución dada por el constituyente, fue, pues, ortodoxa des-
de un punto de vista sistemático. Comoquiera que los actos a que se
refiere el artículo 74 no debían tener carácter legislativo, su regula-
ción quedó dentro de los preceptos orgánicos y competenciales y no
entre los destinados a las fases del procedimiento en sí. Pero no sólo
la inserción sistemática dentro del Capítulo correspondiente del texto
constitucional, sino la propia configuración del artículo 74 en su con-
junto mueve también a dotarle de una unidad hermenéutica ajena
siempre al procedimiento legislativo. Así:

1 ° El apartado 1 del artículo 74 se refiere expresamente a unas
«competencias no legislativas», en concreto las que el Título II de la
Constitución atribuye a las Cortes Generales (las cuales no son, desde
luego, las únicas que la Constitución contiene).

2.° El apartado 2 del artículo 74 recoge un procedimiento, el
relativo a tratados internacionales, que en modo alguno puede ser
legislativo (excepto en el caso del artículo 93). Igualmente, los proce-
dimientos relativos a los convenios y acuerdos entre Comunidades
Autónomas carecen de naturaleza legislativa, como sí la tienen, en
cambio, otros supuestos contenidos en el propio Título VIII de la
Constitución.

3.° El mismo apartado 2 del artículo 74 habla de «decisiones»,
que es el término que la Constitución emplea en el artículo 92 res-
pecto al sometimiento a referéndum consultivo (aunque aquí las
decisiones sean las «políticas de especial trascendencia»), modalidad
ésta de referéndum que no incluye a las Leyes.

4.° El artículo 74.2 habla de «procedimiento», sin indicar que éste
sea precisamente legislativo (aunque lo cierto es que la Constitución
no es del todo cuidadosa a la hora de utilizar este término).

5.° El supuesto «procedimiento legislativo» del artículo 74.2 sería
atípico en todo caso, no ya sólo por la inversión de las posiciones
relativas del Congreso y del Senado, sino también por la presencia
exótica de una Comisión Mixta dirimente que no tiene parangón en
el procedimiento legislativo auténtico, puesto que el artículo 90 de la
Constitución no establece excepción alguna a la hora de atribuir
directamente al Congreso de los Diputados la solución preferente de
cualquier discrepancia que hubiera surgido con el Senado por la
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interposición por parte de éste de vetos o de enmiendas a los proyec-
tos legislativos.

6.° La evolución de los actuales artículos 94 y 145 de la Constitu-
ción demuestra con rotundidad que el constituyente orilló de forma
reflexiva y explícita cualquier atisbo de actividad legislativa en punto
al artículo 74.2, suprimiendo expresamente las llamadas que a la Ley
(artículo 94) y a la Ley Orgánica (artículo 145) se hacían en el Ante-
proyecto de Constitución.

7.° La atribución de carácter legislativo a los procedimientos del
artículo 74.2 dejaría sin explicación la naturaleza de los actos «negati-
vos», esto es aquéllos por los que las Cortes Generales denieguen la
autorización correspondiente o rechacen, en su caso, la propuesta
distributiva que se les hubiera presentado —o «recalifiquen» un
tratado internacional, ex artículo 94, o un convenio o acuerdo de coo-
peración autonómico—, supuestos todos en los que la ratio essendi
del acto parlamentario no experimenta variación alguna.

La anterior argumentación ex constitutione debe completarse con
lo que al efecto establecen tanto los Reglamentos de las Cámaras —
pese al escaso rigor técnico que, como veremos, en ocasiones les
aqueja— como los respectivos Estatutos de Autonomía, normas todas
de.las que, individual y conjuntamente, se desprende también el
carácter no legislativo del supuesto que estudiamos.

A) El vigente Reglamento del Congreso, de 1982, dedica sendos y
diferentes Títulos, el V (artículos 108 a 150), y el VII (artículos 154 a
169), al procedimiento legislativo, por un lado, y al «otorgamiento de
autorizaciones y otros actos del Congreso con eficacia jurídica direc-
ta», por otro. Mientras en el primero se ocupa el Reglamento del pro-
cedimiento legislativo en sentido pleno, —tanto en su fórmula ordi-
naria, común o general, como en sus diversas modalidades o especia-
lidades—, en el segundo acoge, con una muy expresiva rúbrica, una
serie de supuestos en los que los actos del Congreso producen efec-
tos externos o tienen «eficacia jurídica directa», pero sin revestir la
forma ni la naturaleza de las Leyes. Dentro de este Título VII, el
Reglamento de la Cámara distingue, a su vez, la tramitación relativa a
los tratados internacionales, al referéndum consultivo, a los estados
de alarma, excepción y sitio, a los «actos del Congreso en relación
con las Comunidades Autónomas» y, por último, a la acusación a
miembros del Gobierno por delitos de traición o contra la seguridad
del Estado. Frente a la inexactitud en que se había movido el
precedente Reglamento de 1977, debida en parte a su carácter
preconstitucional, el actual de 1982 no reputa a los supuestos de los
artículos 94.1 y 145.2 de la Constitución como de índole legislativa,
sino, con mayor acierto, los conceptúa dentro de una variada serie de
actos en los que la Cámara se pronuncia con plena eficacia jurídica
«erga omñes» sin servirse para nada del instrumento legislativo. Así,
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los actos atinentes a la celebración de tratados internacionales, en
cuanto no dan lugar a. la emisión de Ley alguna, se sitúan en un con-
texto diferente del legislativo aunque se concluya aplicando las nor-
mas del procedimiento legislativo común (artículo 56.1 del Regla-
mento), en una aplicación analógica que, empero, no convierte al
acto final de la Cámara en acto legislativo de especie alguna, tratán-
dose sólo de una aproximación táctica para llenar una laguna proce-
dimental, efectuando una remisión normativa, con las debidas adap-
taciones y reglas especiales, a un cuerpo procedimental que ofrece
mayores garantías a la hora del examen parlamentario del texto con-
vencional correspondiente.

Paralelamente, en punto a los actos del Congreso en relación con
las Comunidades Autónomas, el Reglamento sitúa en primer término
a los acuerdos de cooperación entre tales Comunidades y hace una
específica referencia a esta peculiaridad procedimental consistente
en que la tramitación comience en el Senado, referencia expresa que
viene obligada por el tenor mismo de la Constitución y que pone de
manifiesto cómo el Reglamento ha considerado, rectamente, que los
supuestos del artículo 74.2 de la Constitución no tienen naturaleza
legislativa.

No ha de achacarse, pues, al Reglamento del Congreso una erró-
nea concepción de los actos no legislativos de la Cámara, sino sólo el
carácter parcial de las reglas que a tales actos dedica, en la medida en
que omite precisamente el caso de la distribución del FCI, laguna
normativa que no puede deberse a que para los redactores del Regla-
mento esa distribución del FCI tuviera carácter legislativo; de ser ello
así, quedaría en todo caso sin explicación el hecho de que tampoco
se recoja norma alguna ad hoc dentro del Título V, sobre procedi-
miento legislativo, ni entre las reglas del procedimiento común ni
tampoco entre las minuciosas dedicadas a los procedimientos espe-
ciales o a las especialidades del procedimiento legislativo, como reza
el Capítulo correspondiente —en el cual tan sólo se incluyen los pro-
yectos y proposiciones de Ley Orgánica, el proyecto de Ley de Presu-
puestos, los Estatutos de Autonomía, la revisión y reforma constitu-
cional, la aprobación por Comisión con competencia legislativa plena
y la tramitación de proyectos de Ley en lectura única—, lo cual
carecería de justificación, máxime ante una doble especialidad proce-
dimental de tanto relieve, consistente en la inversión del orden de
intervención de las Cámaras y en la presencia dirimente de una
Comisión Mixta, especialidad que, empero, no va a tener reflejo algu-
no en el Reglamento. A nuestro entender, sólo a un defecto técnico
de la norma reglamentaria cabe atribuir aquí la omisión padecida
respecto al FCI, tanto más patente cuanto que los otros dos supues-
tos no legislativos del artículo 74.2 de la Constitución sí han encon-
trado acogida expresa dentro del mismo Reglamento.
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B) El actual Reglamento del Senado, también de 1982, sí cita
expresamente, en cambio, el supuesto de distribución del FCI aun-
que lo hace dentro de las normas sobre procedimiento legislativo, en
una concepción sistemática harto criticable, heredera directa de la
del anterior Reglamento provisional de 1977. Así, tras las normas
sobre el procedimiento legislativo ordinario, al que se dedica el Capí-
tulo 1.° (artículos 104 a 128), el Reglamento del Senado distingue,
por un lado, el procedimiento presupuestario, al que dota de autono-
mía sistemática (dedicándole el Capítulo III, artículos 148 a 151), y,
por otro, una serie abigarrada de «procedimientos legislativos espe-
ciales» (Capítulo II, artículos 129 a 147). Es entre éstos últimos don-
de hallamos una referencia conjunta a «la intervención del Senado en
los convenios y acuerdos entre las Comunidades Autónomas y en la
distribución del Fondo de Compensación Interterritorial», formando
la Sección 4.°, artículos 137 a 140 (al lado de los procedimientos de
lectura única, de competencia legislativa plena de las Comisiones, de
urgencia, de las Leyes de armonización de normas de las Comunida-
des Autónomas, de los Estatutos de Autonomía y de los tratados
internacionales). Que no todos los procedimientos catalogados como
especiales tienen naturaleza legislativa lo demuestra de forma palpa-
ble la referencia insistente a los tratados internacionales, eliminada
ya adecuadamente del Reglamento del Congreso y mantenida de for-
ma indebida en el del Senado. Máxime si acudimos también a los
convenios y acuerdos entre Comunidades Autónomas, en los que la
autorización o, en su caso, la conformidad o disconformidad carecen
de vehículo legislativo en cualquier caso. No parece, pues, que la
mera inclusión sistemática doble, en Título y Capítulo, convierta en
legislativo al procedimiento, sobre todo si se advierte que otros de
naturaleza plenamente legislativa, como es el caso de la revisión
constitucional, gozan de tratamiento separado.

Si de los convenios y acuerdos ante Comunidades Autónomas
pasamos ya a la distribución del FCI, de la regulación del artículo
140 del Reglamento cabe decir lo siguiente:

a) Se habla de «proyectos de distribución», como antes se habla-
ba de «proyectos de acuerdos de cooperación», lo cual no es ni puede
ser sinónimo de «proyectos de Ley». Más aún, estos meros «proyec-
tos» (pues no habría distribución jurídica válida sin la previa inter-
vención de las Cámaras), se situarían, por consiguiente, en el mismo
ámbito no legislativo que los proyectos de acuerdos de cooperación,
puesto que, incluso, el procedimiento en este supuesto se remite al
anterior de los acuerdos (artículo 140.3).

b) Igual habría de acontecer con la remisión que se hace al pro-
cedimiento legislativo y al dictamen de la correspondiente Comisión
(artículo 140.1 y 2): la referencia al procedimiento legislativo ordina-
rio no convierte sin más en legislativo al procedimiento —tampoco lo
hace respecto a los tratados internacionales— y los dictámenes de la
Comisión no son tampoco per se anudables a las Comisiones Legisla-
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tivas. Ciertamente aquí existe una novedad importante, como es la
expresa excepción que se efectúa de «lo previsto en los artículos 106 y
concordantes» del mismo Reglamento (artículo 140.1); es decir, no se
habrían de aplicar las reglas derivadas del plazo de dos meses del que
el Senado dispone en el procedimiento legislativo para aprobar o
enmendar los proyectos aprobados por el Congreso. Esta exclusión,
derivada de la iniciación del procedimiento en el Senado, no sig-
nificaría, empero, que el procedimiento fuese legislativo, del mismo
modo que, por más que se omita la excepción respecto a los acuer-
dos de cooperación, tampoco sería aplicable en este supuesto; más
bien ocurriría lo contrario, de forma que, comoquiera que el procedi-
miento no es legislativo, el Reglamento ha tenido cuidado, a diferen-
cia de otros supuestos, en citar expresamente aquellas normas que
por su naturaleza son inaplicables aquí.

En fin, por encima de su indebida inserción sistemática, el Regla-
mento del Senado tiene el acierto de hacer reseña explícita de la dis-
tribución del FCI, distinguiéndose así del Reglamento del Congreso,
pero sin que de esta inclusión pueda desprenderse por sí misma la
atribución de naturaleza legislativa al procedimiento de reparto.

C) En lo tocante a los Estatutos de Autonomía, en todos ellos se
hace mención de estos dos supuestos, a saber los convenios y acuer-
dos entre las Comunidades Autónomas, por un lado, y los recursos
provenientes del FCI, por otro, bien que con determinadas diferen-
cias dignas de destacarse en ambos casos, aunque más significativas
en el primero.

Por lo que respecta a los convenios y acuerdos, los Estatutos de
Autonomía contienen normas expresas fundamentalmente en punto
a los convenios de gestión y prestación de servicios, por virtud de la
remisión que al efecto realizan en su favor la propia Constitución
(artículo 145.2 inciso inicial), y los Reglamentos de las Cámaras
(artículos 166.1 del Reglamento del Congreso y 137.1 del del Senado).
Aun con las variaciones derivadas de su misma pluralidad textual, los
Estatutos no confieren en ningún caso carácter legislativo al acto de
las Cortes Generales, difiriendo entre ellos sólo en cuanto al órgano
autonómico encargado de la conclusión del convenio o acuerdo y en
cuanto al efecto de la falta de pronunciamiento expreso de las Cortes
Generales dentro de un determinado plazo (que, por lo general, es de
treinta días).

Y por lo que se refiere ya al FCI, los Estatutos de Autonomía no
aluden en absoluto al procedimiento de distribución, limitándose a
incluir entre los ingresos de la Hacienda autonómica los que resulten
del reparto del Fondo, con reiteración, en términos generales, de la
cláusula del artículo 157.1 .c) de la Constitución.

Por lo demás, baste decir que, frente a las múltiples ocasiones en
que ha tenido lugar la intervención parlamentaria respecto de los tra-

. lados internacionales, han sido, en cambio, muy escasos los pronun-
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ciamientos acerca de los convenios entre Comunidades Autónomas,
no habiendo existido hasta la fecha ninguno atinente a acuerdos de
cooperación en sentido estricto —de los necesitados de previa autori-
zación de las Cortes—.

Podemos concluir esta referencia a los acuerdos y convenios de
cooperación interautonómicos con la reseña de la Jurisprudencia del
Tribunal Constitucional en la materia. El Tribunal se ha pronuncia-
do, en su Sentencia, del Pleno, 44/1986, de 17 de abril, resolviendo
una «impugnación» (sic) interpuesta por el Gobierno contra una reso-
lución del Presidente de la Generalidad de Cataluña por la que se
aprobaba el convenio, no fechado, suscrito con el Presidente del Con-
sejo Regional de Murcia sobre participación y cooperación en cuan-
tas actuaciones afectasen a las aspiraciones y necesidades comunes a
ambas colectividades. De la doctrina sentada por esta resolución del
Tribunal Constitucional pueden destacarse los aspectos siguientes:

a) La autorización de las Cortes Generales es requisito constitu-
cional de validez de los convenios o acuerdos, siendo indiferente que
lo omitido sea la comunicación a las Cortes Generales o la previa
aprobación (sic) por éstas; en todo caso, se tratará de «un requisito
esencial y previo», cuya falta es un defecto insubsanable, que acarrea
la nulidad del acuerdo o convenio en cuestión.

b) Por lo demás, el Tribunal no se pronuncia expresamente acer-
ca de la naturaleza del procedimiento de intervención de las Cámaras
y prescinde, por ser indiferente para la solución del caso planteado,
de distinguir entre las dos especies de tal intervención, la de mero
conocimiento y la autorizatoria (ex ante, no aprobatoria ex post).

Esta referencia jurisprudencial nos permite retomar ya el hilo
conductor de nuestro estudio acerca del FC1. Comoquiera que ya se
han expuesto los argumentos en pro del carácter no legislativo de las
decisiones de las Cortes Generales contenidas en el artículo 74.2 de
la Constitución, incluyendo la atinente a la distribución del Fondo,
no resta sino acercarnos a la opinión que el Tribunal Constitucional
pueda tener al respecto. El supremo intérprete de la Constitución se
ha pronunciado acerca del FCI con motivo de los recursos de incons-
tilucionalidad interpuestos sucesivamente por la representación del
Gobierno Vasco contra diferentes normas legales presupuestarias en
las que, con anterioridad a la promulgación entonces de la Ley del
Fondo, se incluían sendas dotaciones para éste. Se trata de la Senten-
cia del Tribunal Constitucional, Pleno, 63/1986, de 21 de mayo, de la
cual, junto a otros aspectos que aquí presentan menor interés, debe
destacarse, en primer lugar, que es sin duda evidente que para el Tri-
bunal la distribución del Fondo no se debe contener en una Ley de
Presupuestos, sino que ha de ser objeto de un tratamiento procedi-
mcntal distinto del presupuestario, acorde con lo que exige el artículo
74.2 de la Constitución; la relación entre FCI y Ley de Presupuestos
queda así suficientemente aclarada por parte del Tribunal. En segun-
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do término, resulta también claro que el Tribunal exige la existencia
de «una auténtica decisión de las Cortes sobre la distribución del
Fondo», decisión que no coincide con la simple dotación o consigna-
ción presupuestaria. Pero el Tribunal no se pronuncia vigorosamente
en torno a si esa decisión debe ser o no tomada en forma de Ley.
Dice, sí, que es el artículo 16 de la LOFCA el que desarrolla «los prin-
cipios configuradores del Fondo, a la vez que remite a una Ley ordi-
naria la ponderación de los distintos índices o criterios para la distri-
bución del mismo» —con lo cual identifica la reserva de Ley ordina-
ria del artículo 16.1 in fine, con la llamada al artículo 74.2 de la Cons-
titución contenida en el inciso inicial del mismo artículo 16.1—, y
añade incluso la reseña de las sucesivas tramitaciones de los proyec-
tos de Ley del Fondo. Pero más bien parte de este hecho sin analizar-
lo en ningún momento y sin llegar nunca a cuestionarse si esa hipó-
tesis de partida era o no la correcta. Adviértase, no obstante, que a
ello también le inducía la propia conducta procesal de las partes,
pues ni el Gobierno Vasco recurrente ni el Abogado del Estado duda-
ron en cuanto a la consideración legalista del FCI —que tampoco se
cuidaron de justificar en modo alguno—. Cierto es que asimismo el
Tribunal se remite en varias ocasiones a la Ley o al proyecto de Ley
del Fondo y que incluso relata, como hemos indicado, los hitos bási-
cos de la tramitación parlamentaria de la misma, pero lo hace siem-
pre con carácter meramente obiter, a los solos efectos de deslindar la
cuestión material objeto del debate, el cual no residía en la naturale-
za legislativa o no del procedimiento de aprobación de la Ley del
Fondo, sino en si la inclusión de las dotaciones del Fondo en las
Leyes Presupuestarias era o no conforme a la Constitución. Ello se
demuestra, por un lado, por el dato de que el único instante en el que
podría haber el Tribunal entrado en la cuestión de la naturaleza legis-
lativa o no del acto distributivo, el Tribunal no acepta el planteamien-
to que podría extraerse y deriva la discusión procesal hacia la dife-
rencia entre dotación del FCI y distribución del mismo. Y, por otro
lado, en que la «auténtica decisión de las Cortes» a la que por dos
veces se refiere el Tribunal está relacionada más con la formulación
sustantiva de su ajenidad respecto a la simple dotación presupuesta-
ria, que con la referencia a su contemplación como fenómeno legis-
lativo.

En suma, entendemos que el Tribunal no se ha detenido aún a
analizar debidamente la cuestión de la naturaleza auténtica de los
procedimientos del artículo 74.2 de la Constitución —y, en concreto,
el del FCI— y ha circunscrito sus consideraciones a las estrictamente
necesarias para la solución de los concretos problemas que se le han
planteado, partiendo siempre para ello del estado de la común opi-
nión reinante entre la doctrina, mas sin llevar a cabo el suficiente
juicio crítico que le condujera bien a una solución de índole no legis-
lativa, como la aquí propugnada, bien, llegado el caso, al manteni-
miento del sistema presente, pero ofreciendo al efecto las razones de
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suficiente solidez que, empero, hasta el momento no se han apor-
tado.

Las consecuencias jurídicas que deban desprenderse de cuanto
aquí sostenemos no habrán de ofrecer mayores dificultades. El prin-
cipio de seguridad jurídica y conservación de actos al que reiterada-
mente hemos venido aludiendo permitiría el mantenimiento de la efi-
cacia jurídica material del acto distributivo realizado, pese a haber
revestido el mismo la indebida forma de Ley. Por el contrario, en
todo aquello en que esta Ley aprobatoria se hubo excedido de la fina-
lidad distributiva concreta del Fondo, la Ley se habría de reputar
inválida e ineficaz, puesto que, depurada de lo que significara distri-
bución auténtica del FCI, no podría ampararse ya en ningún caso en
el peculiar procedimiento invertido del artículo 74.2 de la Constitu-
ción; o, lo que es lo mismo, la Ley residual se habría promulgado con
una alteración sustancial en el procedimiento parlamentario de ela-
boración, lo que no puede pervivir al amparo de principio jurídico
alguno.
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